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Señor 
JUEZ DOCE (12º) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C.  
E. S. D. 
 
 
REF: Proceso        : EJECUTIVO MAYOR CUANTIA 2021-0668 

Demandante: CONDOMINIO CAMPESTRE EL CORTIJO P.H. 
Demandada : SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES  
                        SIA S.A.S. Y OTRO 

 
RECURSO DE RESPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE APELACION CONTRA 

AUTO DE FECHA 24 DE OCTUBRE DE 2022 
 

SANDRA PATRICIA TORRES MENDIETA, identificada como aparece junto a mi 
firma, en mi calidad de apoderada judicial de la parte actora dentro del asunto de la 
referencia, estando dentro del término de ley, me permito formular recursos de 
Reposición y en subsidio de Apelación contra el auto proferido por su 
despacho de fecha 24 de octubre de 2022 y publicado en el estado del 25 
de octubre, por el cual revoca el auto mandamiento de pago de fecha 14 de febrero 
de 2022, de conformidad con lo establecido en los artículos 318 y 322 del C.G del P. 
para lo cual me permito sustentar los recursos propuestos, en los siguientes 
términos:  
 

1. ANTECEDENTES:  
 

1.1. El pasado mes de diciembre de 2022, se radica demanda ejecutiva de 
mayor cuantía de Condominio Campestre El Cortijo P.H. en contra de la 
sociedad SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA 
S.A.S. y del señor HERNANDO MURCIA VARGAS, por el 
incumplimiento en el pago de las expensas comunes de administración y 
sustentadas en el título ejecutivo que sirve de base a la ejecución a la luz 
de lo normado en el artículo 48 de la Ley 675 de 2001.  
 

1.2. El Despacho por auto del 2 de febrero de 2022, inadmite la acción, para 
que se subsane dentro de los términos de ley, allegando poder para actuar 
conforme el artículo 5 del Decreto 806 o con presentación personal y para 
que aporte la relación de cuotas objeto de las pretensiones en un cuadro 
que permitiera su edición. Esto en consideración a que la certificación de 
deuda base de ejecución y suscrita por el representante legal, se aporta 
en archivo pdf., la que se puede observar en el aparte 1 del cuaderno 
principal del expediente digital, folio 41 al 46 inclusive. 
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1.3. Efectivamente el 8 de febrero de 2022, aporto escrito de subsanación en 
los términos ordenados por el despacho, y allego el cuadro de las 
expensas cobradas para que pudiera editado, conforme se observa en el 
aparte 5 del cuaderno principal del expediente digital, folios 1 al 11 
inclusive 

 

       
 

 
 

1.4. Es así como el despacho profiere auto mandamiento de pago de fecha 14 
de Febrero de 2022, y se observa como toma efectivamente el cuadro 
parcialmente, del anexo allegado en Excel con el escrito de subsanación 
en cuanto al capital relacionado en la certificación de deuda base de 
ejecución y con apego a las pretensiones de la demanda. Aparte 6 del 
cuaderno principal folios 1 al 8.  

1.5. Se procede a notificar a los demandados, quienes comparecen al proceso 
por intermedio de abogado, descorriendo los términos, contestando 
demanda y excepcionando. Aparte 12 cuaderno principal del expediente 
digital, folios 1 al 39.  

1.6. Como excepciones solo se formulan: Inexistencia de la causa para cobrar, 
Prescripción y la Genérica. No se ataca el título ejecutivo base de ejecución 
mediante reposición conforme lo dispuesto por las normas procesales.  
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1.7. El despacho por auto del 1 de julio de 2022, tiene por notificados a los 
demandados y dispone previo a reconocer personería y resolver sobre los 
escritos presentados, que el apoderado de los demandados allegue poder 
en los términos del artículo 5 de la ley 2213 de 2022, concediendo como 
término para ello la ejecutoria de la providencia. Aparte 15 del cuaderno 
principal folios 1 y 2 

1.8. El apoderado judicial de la pasiva, no cumple con lo dispuesto por el 
despacho ni dentro del plazo ni hasta este momento. 

1.9. El despacho profiere auto de fecha 24 de octubre, en el que dispone 
revocar el auto mandamiento de pago, declarar terminado el proceso y 
levantar cautelas, aduciendo como justificación para ello que la 
certificación base de ejecución suscrita por el representante legal de la 
demandante, no tiene connotación de título ejecutivo contra los 
demandados, por cuanto el predio sobre el que se pretende el cobro, no 
está sometido a Régimen de Propiedad Horizontal, refiriéndose solo al 
certificado de libertad.  y desligándose hasta de la misma confesión que 
los demandados hacen en la última escritura pública de compraventa y 
que se aporta como prueba, escritura No. 364 del 5 de marzo de 2012, 
en el que el señor Hernando Murcia, vende a la sociedad SERVICIOS Y 
SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S., en la que en su clausula 
Séptima señala: “PROPIEDAD HORIZONTAL: que el inmueble que 
aquí se transfiere, tiene inscrito un reglamento de propiedad 
horizontal del Condominio Campestre El Cortijo P.H., pero que 
dicho inmueble en la actualidad no cuenta con administración, 
por lo tanto no tiene deuda por dicho concepto, ni se aporta el 
paz y salvo de que trata el artículo 29 de la Ley 675 de 2001; sin 
embargo de conformidad con lo dispuesto en la Instrucción 
administrativa No.30 de septiembre 12 de 2003, de la 
Superintendencia de Notariado y Registro, se deja constancia de 
la solidaridad del nuevo propietario por las deudas que existan 
con la copropiedad”.  Y firman los demandados en señal de aprobación, 
así:  

 

       
 

2. REPAROS AL AUTO ATACADO:  
 
El despacho fundamenta su decisión de revocar el auto por el cual libra mandamiento 
de pago aduciendo como única justificación lo que al respecto dice el Certificado de 
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Libertad del predio de propiedad de los demandados y que en la anotación 5 dice 
***ESTA ANOTACIÓN NO TIENE VALIDEZ*** y hace referencia a lo manifestado en 
los hechos por mí en cuanto o algunas escrituras públicas, así: “en cuanto a que 
algunas cláusulas hacían referencia a que se haría una copropiedad y a que 
contribuirían al pago de vigilancia según la cuota que fijara la junta de 
administración; no obstante lo cierto es que, como ya se indicó, no se encuentra 
demostrado que el citado inmueble se encuentre sometido a régimen de propiedad 
horizontal”      

 
 
Al respecto es necesario manifestar que, en el escrito de demanda de manera muy 
precisa, se indicó, no solo lo que ya el despacho mencionó y que da cuenta sin lugar 
a equivoco que este predio si está sometido a Régimen de Propiedad Horizontal, 
sino en el Hecho 3 se dijo de manera precisa: 
 

2.1. “Así mismo se tiene que el señor HERNANDO MURCIA vende este inmueble a 
la sociedad SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA 
S.A.S., mediante escritura pública No. 364 del 5 de marzo de 2012, y en la 
misma se establece:  

 
“CLAUSULA PRIMERA PARÁGRAFO SEGUNDO: “El inmueble objeto de la 
presente compraventa hace parte del CONDOMINIO CAMPESTRE EL CORTIJO 
P.H.  el cual está sometido al régimen de propiedad Separada horizontal con el lleno de 
los requisitos legales exigidos por la ley, reformado mediante escritura pública número 
doscientos ocho (208) del veintitrés de febrero de dos mil once de la notaría de Melgar, 
debidamente registrada en la Oficina de Instrumentos Públicos correspondiente. Así 
mismo en la Clausula Séptima - Propiedad  Horizontal, refiere: “Que el inmueble 
que aquí se transfiere, tiene inscrito un reglamento de propiedad horizontal del 
Condominio Campestre El Cortijo P.H. pero que dicho inmueble en la actualidad no 
cuenta con administración, por lo tanto no tiene deuda por dicho concepto, ni se aporta 
paz y salvo d que trata el artículo 29 de la ley 675 de 2001; sin embargo de conformidad 
con lo dispuesto en la instrucción administrativa No. 30 del 12 de septiembre de 2003, 
del superintendente de Notariado y Registro, se deja constancia de la solidaridad del 
nuevo propietario por las deudas que existan con la copropiedad” 
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Conforme se puede evidenciar en los apartes de la escritura pública a la que hice 
mención en el escrito de demanda, pero que además anexe como prueba, el señor 
HERNANDO MURCIA demandado, al momento de transferir el inmueble a la sociedad 
SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S confiesa en este 
instrumento que el inmueble que transfiera está sometido a REGIMEN DE 
PROPIEDAD HORIZONTAL, haciendo parte del CONDOMINIO CAMPESTRE EL 
CORTIJO, luego como puede el Señor Juez darle importancia solo a lo que dice el 
certificado de libertad que a las mismas manifestaciones que bajo la gravedad de 
juramento dice el demandado en la precitada escritura y que son de recibo y 
aceptación por el comprador SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES 
SIA S.A.S., quien a través de su representante legal AMPARO SALAZAR MUÑOZ, en la 
cláusula octava de este instrumento indica:  
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“ACEPTACION. Presente AMPARO SALAZAR MUÑOZ de las condiciones civiles antes 
mencionadas, quien obra en calidad de gerente y por lo tanto Representante Legal de la 
sociedad SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S., y manifestó 
entre otros: 
 

a.) Que acepta la presente escritura pública, la venta que se le hace a su representada 
y las demás estipulaciones en ella contenidas, por estar en un todo de acuerdo con 
lo convenido.  

d.) Que declara conocer y se obliga a respetar el Régimen de Propiedad Horizontal al      
que se encuentra sometido el inmueble objeto del presente contrato de compraventa  
 

 
 

Es importante resaltar que este instrumento público se encuentra debidamente registrado 
en el folio de matrícula inmobiliaria del inmueble propiedad de la sociedad demandada No. 
366-28693 en la anotación No. 006 del 9 de marzo de 2012, y que la misma no ha sido 
objeto de reforma, adición o nulidad, encontrándose vigente a la fecha.  
 

 
 
 

2.2. Ahora bien en cuanto a la anotación que figura en el certificado de libertad 
y que invalida la anotación número 005 y que sirve de sustento al señor 
para revocar el auto que libra mandamiento de pago, se hace necesario 
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precisar, que esta anotación surge con ocasión a la Resolución número 
2619 del 13 de marzo de 2018, expedida por el Subdirector de apoyo 
jurídico Registral de la Supernotaria y Registro, y que debe proceder con 
la invalidez de esta anotación ya que no se puede registra una reforma al 
reglamento cuando previamente no se observa la anotación de estar 
sometido a Régimen de Propiedad horizontal, y esta situación tiene su 
justificación, en cuanto a que cuando el Señor Murcia compra este predio 
lote 55, el mismo hacia parte del predio de mayor extensión denominado 
Predio Miraflores, la propietaria señora Ferro y que este predio de mayor 
extensión hacia parte del Condominio Campestre El Cortijo,  que había 
surgido como propiedad horizontal, mediante escritura pública No. 1040 
de 1996, desengloba este lote 55 en 2004 y lo vende el Señor Murcia, 
quien no lo somete a Régimen de P.H. con la precitada escritura,  para 
evadir el pago de expensas comunes, no obstante, cuando se hace la 
reforma del Reglamento de P.H., migrando a ley 675 de 2001, dentro de 
los bienes privados se incluye el lote 55, y al hacer el registro de la 
escritura, se incluye en el folio de matrícula del predio 55, y es entonces 
cuando registro declara sin validez la misma, por cuanto previo a esta 
reforma no estaba registrada la que lo constituye en propiedad Horizontal, 
luego esto es un formalismo que de manera alguna desdice de la condición 
del predio como bien privado perteneciente a la propiedad horizontal del 
Cortijo. Y por ende responsable en la contribución de expensas comunes.     

2.3. De ninguna manera puedo comprender las razones que expone el señor 
Juez 12 del Circuito, para revocar el auto por el que libra mandamiento 
de pago, cuando refiere que el título base de ejecución carece de los 
requisitos exigidos por el artículo 422 del C G del P., pues para este 
asunto, está claro que el predio objeto de esta acción hace parte integral  
del Condominio Campestre el Cortijo y que así lo reconocen tanto el 
anterior dueño señor HERNANDO MURCIA como la actúa propietaria 
sociedad  SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S., 
tal y como quedo consignado en el escritura pública de compraventa No. 364 de 
marzo de 2012, y que de acuerdo con el principio de PREVALENCIA DEL 
DERECHO SUSTANCIAL SOBRE EL FORMAL, debió el Señor Juez valorar todo el 
material probatorio aportado, en especial la última escritura pública objeto de 
registro en la anotación No. 006 del folio de matrícula inmobiliaria No.  366-
28693, en donde está confesa la condición jurídica del inmueble objeto de esta 
acción y de manera alguna manifestar lo que en su auto señala como “razón 
suficiente para concluir que de dicho bien no emanan las cuotas o 
expensas pretendidas en este asunto por no estar sometido a Régimen 
de Propiedad Horizontal que dice administrar la demandante” subrayado 
y negrillas fuera de texto original, y es que es precisamente este tipo de 
decisiones,  los que le han servido a los demandados para mantener su condición 
cómoda de servirse de una propiedad horizontal en todo el sentido de la palabra 
y no pagar un solo pesos por los servicios que reciben, obligando a que los demás 
copropietarios deban pagar las expensas por ellos, cuando de cierto resulta que 
no son una isla aparte de la Propiedad Horizontal y que deben contribuir al pago 
de expensas tal y conforme ellos mismos reconocen que su inmueble hace parte 
de la propiedad horizontal del Cortijo.  Sea en todo caso de advertir que no existe 
norma alguna que obligue a que para el cobro de expensas comunes deba estar 
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inscrita en el certificado de libertad su condición de estar sometido a Régimen 
de Propiedad Horizontal, en todo caso existe el Titulo escriturario que da cuenta 
de tal condición y confesa por los mismos demandados, como entonces imponer 
el despacho una condición que no tiene sustento legal? 

2.4. Ahora en gracia de discusión, sea del caso advertir que a los demandados se les 
requirió por cuenta de mi cliente, mediante una comunicación escrita adiada 
octubre 14 de 2021, a los correos electrónicos, mediante la cual les solicita el 
pago de las expensas comunes aquí pretendidas, por la suma de CIENTO 
SETENTA Y DOS MILLONES OCHENTA Y CINCO MILSEENCIENTOS 
SESENTA Y DOS PESOS MCTE ($172.0855.762,oo.) y los mismos 
guardaron silencio asintiendo la obligación, documento que fue aportado como 
prueba a folio 35 del aparte 1 del cuaderno principal del expediente digital, 
documento que no fue objeto de pronunciamiento ni tacha en el escrito de 
contestación de demanda.  

 

  

 

  
2.5. Luego está claro que de ninguna manera las normas sustanciales ni 

procesales exigen que para proceder con el cobro de expensas comunes 
por administración en propiedad horizontal, deba estar registrada la 
anotación en el certificado de libertad de estar sometido a Régimen de 
Propiedad Horizontal, para este asunto el inmueble objeto de esta acción 
está incluido dentro de los bienes privados que conforman el reglamento 
de Propiedad Horizontal escritura No. 208 de 2011, la que está 
actualmente vigente y no ha sido objeto de nulidad, modificación y/o 
adición. Y que en esta condición es que los demandados aceptan que su 
inmueble si está sometido al Régimen de propiedad Horizontal, en los 
términios ya indicados.  
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2.6. Por último sea del caso mencionar que de acuerdo con el artículo 48 de la 
ley 675 de 2001, se ha previsto que el Juez de conocimiento en este tipo 
de procesos, solo podrá exigir como anexo a la demanda el poder 
debidamente otorgado, el certificado de existencia y representación de la 
persona jurídica demandante y demandada cuando el deudor ostente esta 
calidad, y el título ejecutivo contentivo de la obligación que será 
solamente el certificado expedido por el administrador sin 
ningún requisito ni procedimiento adicional, de esta manera se 
colige que no le asiste la razón al señor Juez, al revocar el auto por el cual 
se libra mandamiento de pago, cuando a la luz de esta norma ni siquiera 
debía allegarse prueba siquiera sumaria de que el predio del que se 
reclama el pago de expensas comunes  estuviere o no sometido a régimen 
de Propiedad Horizontal.  
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Al respecto del Principio de la Prevalencia del Derecho Sustancial sobre el formal, 
reiterada jurisprudencia ha sostenido que de conformidad con lo establecido en el 
artículo 228 de la Constitución Política, las formas no deben convertirse en un 
obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, debiendo propender por su 
realización. Las normas procesales son un medio para lograr la efectividad de los 
derechos subjetivos y no fines en sí mismos. Sentencia T-268/10:  
 
La Corte Constitucional ha señalado que, por disposición del artículo 228 Superior,  las formas no deben 

convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, sino que deben propender por su 

realización. Es decir, que las normas procesales son  un medio para lograr la efectividad de los derechos 

subjetivos y no fines en sí mismas. Así lo sostuvo en la Sentencia C-029 de 1995, precisamente cuando 

declaró exequible el artículo 4º del Código de Procedimiento Civil, antes citado: 

  

“Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las actuaciones de la 
Administración de Justicia "prevalecerá el derecho sustancial", está reconociendo que el fin 

de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los derechos consagrados en 

abstracto por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los conflictos de 

intereses.  Es evidente que en relación con la realización de los derechos y la solución de los 

conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un medio.” (Negrillas fuera 

de texto original). 

  

En la misma línea, en la Sentencia C-131 de 2002, la Corte se refirió al tema de la constitucionalización 

del derecho procesal de la siguiente manera: 

  

 “2. Uno de los espacios en los que mayor incidencia ha tenido el constitucionalismo es el 
derecho procesal.  En la tradición del positivismo formalista el derecho procesal estaba 

desprovisto de una vinculación sustancial con lo que era materia de litigio; se agotaba en 

una ritualidad cuya configuración se realizaba fundamentalmente en la instancia 

legislativa; era ajeno a propósitos que lo conectaran con los fines estatales y la protección 

de las garantías que lo integraban sólo se brindaba en esas actuaciones y bajo los estrechos 

parámetros de protección establecidos por el legislador.  Así, no llamaba a interés el hecho 

de que, en materia de derechos, la sustancia que se tenía entre manos se desvaneciera ante 

las ritualidades y formalidades de unos procedimientos que las más de las veces se explicaban 

por sí mismos y que perdían puntos de contacto con lo que era objeto de controversia.  

  

Pero esa dimensión del derecho procesal ha sido superada pues el constitucionalismo ha 

rescatado las garantías centenariamente elaboradas como  contenidos del derecho procesal 

para vincularlas inescindiblemente a la realización de las normas sustanciales.  Las ha dotado 

de una teleología que no se explica a partir del solo rito o procedimiento sino en relación 

directa con las normas jurídicas que consagran los efectos jurídicos que las partes 

pretenden.  Las ha redimensionado para darles ahora el carácter de facultades 

irrenunciables, históricamente consolidadas y positivizadas; esto es, para advertir en ellas 

derechos fundamentales.  

  

Con ello, ha dotado al proceso de una nueva racionalidad pues ya no se trata de  agotar 

ritualismos vacíos de contenido o de realizar las normas de derecho sustancial de cualquier 

manera sino de realizarlas reconociendo esas garantías irrenunciables pues su respeto 

ineludible también constituye una finalidad del proceso. (…)” (Negrillas fuera de texto). 

  

4.2. Ahora bien, con fundamento en el derecho de acceso a la administración de justicia y en el principio 

de la prevalencia del derecho sustancial, esta Corporación  ha sostenido que en una providencia judicial 

puede configurarse un defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto” cuando hay una renuncia 

consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las 

normas procesales. 

                                                                                                      

La línea jurisprudencial relativa al “exceso ritual manifiesto” tuvo su inicio como tal en la sentencia T-

1306 de 2001.  En esa oportunidad la Corte precisó[21]: 

  

“[L]os jueces deben ser conscientes de la trascendental importancia que tiene el derecho 
procesal en cuanto a medio garantizador de los derechos materiales dentro del marco de un 
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debido proceso. En consecuencia, el actuar general debe ser guiado por la coexistencia de estas 

manifestaciones normativas permitiendo que en un marco jurídico preestablecido se 

solucionen los conflictos de índole material. 

  

Sin embargo, si el derecho procesal se torna en obstáculo para la efectiva realización de un 

derecho sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en darle prevalencia a 

las formas haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien acude a la administración 

de justicia y desnaturalizando a su vez las normas procesales cuya clara finalidad es ser medio 

para la efectiva realización del derecho material (art. 228). 

  

De lo contrario se estaría incurriendo en una vía de hecho por exceso ritual manifiesto que es 

aquel que se deriva de un fallo en el cual haya una renuncia consciente de la verdad jurídica 

objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas procesales 

convirtiéndose así en una inaplicación de la justicia material.” (Negrillas  fuera de texto 

original). 

  

La anterior posición fue reiterada por esta Corporación en la Sentencia T-1123 de 2002[22]. Consideró que 

en ese caso se había configurado una “vía de hecho” por la ruptura deliberada del equilibrio procesal, 

haciendo que contra lo dispuesto en la Constitución y en las leyes aplicables, una de las partes quedara 

en absoluta indefensión frente a las determinaciones que adoptó el juez, atendiendo con exclusividad al 

ritualismo y sacrificando valores de fondo. Sostuvo que la prevalencia del derecho sustancial constituye 

el fin principal de la administración de justicia y que “la validez de una decisión judicial de carácter 
procesal debe necesariamente juzgarse a partir del problema de fondo de derecho sustantivo a cuya 

resolución ella se enderece”. Ello en razón de que “el estado social de derecho, exige la protección y el 
respeto a la persona humana y en tal medida no se puede mantener la vigencia y eficacia de actos 

jurisdiccionales lesivos de los derechos y garantías de las personas constitucionalmente establecidos. La 

propia concepción del Estado de derecho no se agota en la proclamación formal de los derechos de las 

personas sino que se configura a partir de su efectiva realización”. 
  

Posteriormente esta Corporación, en Sentencia T-950 de 2003, concedió una acción de tutela al 

considerar que la autoridad judicial demandada había incurrido en un defecto procedimental al decretar 

la perención de un proceso de responsabilidad extracontractual debido a la inasistencia del demandante, 

sin tener en cuenta que la misma se debía a que éste se encontraba interno en un centro penitenciario y 

que fue notificado de la audiencia a realizarse un día antes de su celebración. Para la Corte la actuación 

del juez civil fue por completo irrazonable y desproporcionada, especialmente porque conocía 

plenamente la situación del peticionario. Al respecto la Corte señaló: 

  

“Exceso ritual manifiesto. 
  

14. En el presente caso se observa que el juez cumplió a cabalidad con las disposiciones que 

regulan el proceso de responsabilidad extracontractual. Sin embargo, la interpretación de las 

circunstancias del caso resultan abiertamente incompatibles con la Constitución y con la ley. 

Consta en el expediente que el Juez demandado notificó al demandante en el proceso de tutela 

la celebración de la audiencia de conciliación el día anterior a su celebración. Dicha notificación 

se surtió ante el centro de detención en el cual se encontraba el demandante. 

  

El juez, al notificar al demandante la realización de la audiencia, ha debido tener presente las 

dificultades de notificación inherentes a la situación de éste. Aunque el telegrama se envió el 

día 13 de junio, sólo fue recibido el día 20 de junio. No se trata de una circunstancia imputable 

al demandante, sino consecuencia de la situación de privación de la libertad e imputable al 

Estado colombiano. 

  

En este orden de ideas, para la Corte es claro que resulta desproporcionado que el Juzgado 

demandara una actitud diligente tomando en consideración exclusivamente los términos 

procesales.” 

  

En sentido similar, en Sentencia T-974 de 2003 la Corte amparó los derechos fundamentales del 

accionante al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, en armonía con los principios 

constitucionales de celeridad procesal y de prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, al 

concluir que el juez (i) al ignorar manifiesta y ostensiblemente una prueba, cuya valoración tenía la 

capacidad inequívoca de modificar el sentido del fallo y, (ii) al hacer una interpretación incorrecta y 

desproporcionada de las normas aplicables al caso y otorgarle a la oponibilidad mercantil un efecto 
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sancionatorio no previsto en el ordenamiento procesal, había incurrido en una vía de hecho “en la 
interpretación judicial”, en desmedro de los derechos sustantivos en litigio. En aquel entonces indicó: 

  

“Por consiguiente, aun cuando los jueces gozan de libertad para valorar el material 

probatorio con sujeción a la sana crítica, no pueden llegar al extremo de desconocer la 

justicia material, bajo la suposición de un exceso ritual probatorio contrario a la prevalencia 

del derecho sustancial (art. 228 C.P). Por ello, es su deber dar por probado un hecho o 

circunstancia cuando de dicho material emerge clara y objetivamente su existencia. 

  

38.  Adicionalmente, el sistema de libre apreciación resulta proporcional cuando su ejercicio 

no supone el sacrificio de otros principios o derechos constitucionales más importantes. Por 

ejemplo, la sujeción a la libre apreciación no puede conducir a un interpretación formalmente 

restrictiva de la prevalencia de los derechos sustantivos en litigio. Así, en Sentencia C-029 de 

1995 (M.P. Jorge Arango Mejía), la Corte sostuvo que: ‘(...) Cuando el artículo 228 de la 

Constitución establece que en las actuaciones de la Administración de Justicia ‘prevalecerá 
el derecho sustancial’, está reconociendo que el fin de la actividad jurisdiccional, y del 
proceso, es la realización de los derechos consagrados en abstracto por el derecho objetivo 

y, por consiguiente, la solución de los conflictos de intereses. Es evidente que en relación con 

la realización de los derechos y la solución de los conflictos, el derecho procesal, y 

específicamente el proceso, es un medio’. 
(…) 
46. Como se dijo anteriormente, se incurre en una vía de hecho en la  interpretación judicial 

cuando el juez adopta una decisión en desmedro de los derechos sustantivos en 

litigio[23].” (Negrillas  fuera de texto). 

  

En la Sentencia T-289 de 2005 la Corte Constitucional se pronunció sobre la petición de amparo de un 

ciudadano al cual se le había rechazado una acción de nulidad y restablecimiento por estar caduca, 

decisión que el afectado impugnó mediante recurso de reposición y en subsidio de apelación, recursos 

que igualmente fueron rechazados por considerar que, de acuerdo con las normas aplicables, el único 

recurso procedente era el de súplica. La Corte concedió la acción de tutela interpuesta al considerar que 

el juez administrativo había incurrido en una vía de hecho de carácter procedimental, dado que, teniendo 

en cuenta que tanto el recurso de reposición como el ordinario de súplica se debían interponer en el 

mismo término, la autoridad judicial debió haber adecuado el recurso presentado a la normatividad del 

recurso ordinario de súplica y darle el trámite correspondiente. En esa oportunidad esta Corporación 

precisó: 

  

“En el ejercicio de la protección del debido proceso, armonizada con el respeto a la autonomía 

judicial, la Corte considera que sólo se constituye una vía de hecho por defecto procedimental 

cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las 

normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos 

del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 

29 y 228 constitucionales. 

  

En este orden de ideas, prima facie, no se configura una vía de hecho cuando el juez lo que hace 

es cumplir con lo prescrito en la ley. 

  

2.1. Ahora bien, puede llegar a configurarse una vía de hecho al aplicar una norma 

procedimental según su tenor literal si se trata de una disposición de contenido 

manifiestamente contrario a la Constitución, caso en el cual se hace indispensable emplear la 

excepción de inconstitucionalidad y aplicar directamente disposiciones constitucionales. 

(…) 
2.2. Otra forma de incurrir en un defecto procedimental es mediante la configuración de un 

exceso ritual manifiesto. La Corte ha abordado la existencia de tal ciega obediencia del 

derecho procesal cuando de esta se deriva el desconocimiento de un derecho sustancial[24]. 

(…) 
A la luz de este alcance dado al principio de prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, 

la Sala entrará a analizar el caso en concreto. Lo anterior, no sin antes señalar que la 

prevalencia de lo sustancial sobre lo formal no sólo se debe presentar cuando es preciso dar 

paso al derecho sustancial sobre el procesal –según el alcance dado al exceso ritual manifiesto 

en la Sentencia T-1306/01- sino cuando dentro del mismo derecho procesal la materialidad de 

las actuaciones procesales adelantadas, entre ellas la interposición de recursos, desplazan su 
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denominación formal. Esto es lo que sucede, mutatis mutandis, con el principio iura novit 

curia.” (Negrillas  fuera de texto original). 

  

Los anteriores argumentos fueron reiterados en la Sentencia T-1091 de 2008. En esa ocasión la Corte 

Constitucional revisó un proceso de simulación de un contrato celebrado por el padre en perjuicio de su 

menor hijo, en el cual el juez de segunda instancia negó la declaratoria de simulación por considerar que, 

a pesar de estar probada la simulación relativa, el actor había pedido la declaratoria de simulación 

absoluta o total. La Corte tuteló los derechos fundamentales del menor de edad, en especial el derecho 

al debido proceso por “exceso ritual manifiesto”, pues el juez civil del circuito, no obstante reconocer que 
el contrato era simulado, por aplicar con excesivo rigor una regla de carácter procesal omitió amparar el 

derecho sustancial. Al hablar del “exceso ritual manifiesto” sostuvo: 

  

“2.1. La Corte Constitucional ha considerado que la aplicación de las reglas de carácter 
procedimental no puede llegar a un grado de rigor tal, que se sacrifique el goce de los derechos 

fundamentales (Corte Constitucional, Sentencia T-1306 de 2001). Ha considerado que ‘si bien 
la actuación judicial se presume legítima, se torna en vía de hecho cuando el actuar del juez se 

distancia abiertamente del ordenamiento normativo, principalmente de la normatividad 

constitucional, ignorando los principios por los cuales se debe regir la administración de 

justicia’ (Corte Constitucional, Sentencia T-1306 de 2001). Para la Corte Constitucional 

  

‘el juez que haga prevalecer el derecho procesal sobre el sustancial, especialmente cuando este 

último llega a tener la connotación de fundamental, ignora claramente el artículo 228 de la 

Carta Política que traza como parámetro de la administración de justicia la prevalencia del 

derecho sustancial sobre las formas.  

  

 (…) si el derecho procesal se torna en obstáculo para la efectiva realización de un derecho 

sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en darle prevalencia a las formas 

haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien acude a la administración de justicia y 

desnaturalizando a su vez las normas procesales cuya clara finalidad es ser medio para 

la  efectiva realización del derecho material (art. 228).’ 
  

En esta decisión, la Corte indicó que se viola el derecho al debido proceso ‘por exceso ritual 

manifiesto’ en una sentencia cuando este implica una ‘renuncia consciente de la verdad 
jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas 

procesales’. Así lo ha considerado la Corte incluso para el caso de los procedimientos de 

casación, en los cuales el rigor procesal exige el cumplimiento de especiales y particulares 

requisitos formales. (Corte Constitucional, Sentencia T-1306 de 2001).” (Negrillas  fuera de 

texto). 

  

Igualmente, en la Sentencia T-052 de 2009 esta Corporación amparó al accionante el derecho 

fundamental al debido proceso en conexidad con el principio de primacía del derecho sustancial, por 

considerar que las entidades accionadas incurrieron “en un exceso de ritualismo”, a propósito del caso 

de un participante en un concurso de notarios que, pese a haber cursado una especialización, no la 

acreditó de la forma señalada, esto es, mediante acta de grado y diploma, sino por medio de certificación 

expedida por la universidad. Dijo entonces la Corte: 

  

“Si bien las formalidades o ritos son parte de todo proceso judicial, dichas formas han sido 
establecidas para garantizar a las partes intervinientes el cumplimiento de un debido proceso 

que respete sus derechos.  No obstante, al aplicarse de manera manifiesta, las normas 

atendiendo únicamente a su texto o haciendo una aplicación mecánica, se incurre en un 

exceso ritual manifiesto. 

(…) 
Así las cosas, en aras de garantizar el respeto de los derechos fundamentales, y evitar la 

negación de los mismos, en los casos en que la observancia de las formalidades atente contra 

la protección del derecho fundamental quebrantado, éste debe prevalecer sobre las normas 

procesales.” 

 Más recientemente, en sentencia T- 264 de 2009[25], esta Corporación precisó que puede “producirse un 
defecto procedimental en una sentencia cuando el funcionario judicial, por un apego excesivo a las 

formas” se aparta de sus obligaciones de impartir justicia sin tener en cuenta que los procedimientos 

judiciales son medios para alcanzar la efectividad del derecho y no fines en sí mismos. La Corte al conocer 

en sede de revisión la providencia atacada, consideró que el Tribunal había incurrido en un defecto 

procedimental por “exceso ritual manifiesto”, actuando en “contra de su papel de director del proceso y 
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del rol protagónico que le asigna el ordenamiento en la garantía de los derechos materiales, al omitir la 

práctica de una prueba imprescindible para fallar, a pesar de la presencia de elementos que le permitían 

concluir que por esa vía llegaría a una decisión indiferente al derecho material. Por esta vía, la autoridad 

accionada cerró definitivamente las puertas de la jurisdicción a la peticionaria,  olvidó su papel de garante 

de los derechos sustanciales, su obligación de dar prevalencia al derecho sustancial, y su compromiso con 

la búsqueda de la verdad en el proceso como presupuesto para la adopción de decisiones justas”. 
  

Igualmente, indicó que la jurisprudencia constitucional se ha referido al defecto por “exceso ritual” en 
eventos en los cuales el juez  vulnera el principio de prevalencia de derecho sustancial o el derecho al 

acceso a la administración de justicia por “(i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a 

la vigencia de derechos constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos 

formales de forma irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas 

imposibles de cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir 

en un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas”. En consecuencia, (i) concedió el amparo 

constitucional, (ii) ordenó dejar sin efecto el fallo para que la autoridad judicial demandada abriera “un 
término probatorio adicional con el fin de ejercer sus deberes para arribar a la verdad y adoptar un fallo 

de mérito basado en la determinación de la verdad real”. 
  

4.3. En conclusión, el defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto” se presenta cuando el 

funcionario judicial, por un apego extremo y aplicación mecánica de las formas, renuncia 

conscientemente a la verdad jurídica objetiva patente en los hechos, derivándose de su actuar una 

inaplicación de la justicia material y del principio de la prevalencia del derecho sustancial. 

  

4.4. Por otro lado, es preciso señalar que el “exceso ritual manifiesto” no es una figura extraña en la 

jurisprudencia y doctrina comparada. En Argentina, por ejemplo, la Corte Suprema de la Nación ha 

establecido desde 1957 con el caso Colalillo Domingo vs. Compañía de Seguros España y Río de la 

Plata[26] que existe una causal de arbitrariedad de la sentencia en virtud de la cual procede el recurso 

extraordinario federal, cuando en la aplicación del derecho procesal en forma meramente ritual se llega 

a la renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva[27]. Las expresiones “exceso ritual” o “exceso ritual 
manifiesto” no fueron utilizadas en el caso Colalillo, pues allí se habló de una “frustración ritual del 
derecho”. Aquellos giros aparecieron como resultado de fallos posteriores de la Corte argentina que, 
“invocando dicha decisión como precedente, descalificaron pronunciamientos posteriores por la misma 
razón usada para descalificar el fallo de segunda instancia recaído en Colalillo”[28]. 

   
3. OBJETO DEL RECURSO:  

 
De conformidad con lo antes expuesto, solicito a su señoría con el acostumbrado 
respeto, se revoque integralmente el auto atacado, de fecha Octubre 24 de 2022, y 
contrario a ello se profiera sentencia ordenando seguir adelante con la ejecución, 
conforme lo dispuesto en el auto por el cual se libra mandamiento de pago de fecha 
14 de febrero de esta anualidad.  
 
En caso de no Reponer el auto atacado, solicito al despacho se disponga el envío 
del expediente al superior, con el fin de que sea resuelto el recurso de apelación  
interpuesto como subsidiario.    
 
 
Del Señor Juez, Respetuosamente; 
 
 
 
SANDRA PATRICIA TORRES MENDIETA 
C.C. 39.658.304 de Bogotá, D.C. 
T.P. No. 118.986 del C.S. de la J.  
 

mailto:abogadasandratorres@asejuridicasst.org
mailto:acjsas@asejuridicasst.org
mailto:acjsas@hotmail.com
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/t-268-10.htm#_ftn26
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/t-268-10.htm#_ftn27
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/t-268-10.htm#_ftn28


28/10/22, 19:50 Correo: Juzgado 12 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGRlM2ZhNmZkLTIxMGEtNDMzZi1iNDQyLWIxOWNlMGYzZTI5NwAQAK4iWa99azhCoztEwayCLjs%3D 1/1

FW: 11001310301220210066800 RECURSOS DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION

ABOGADA SANDRA TORRES <abogadasandratorres@asejuridicasst.org>
Vie 28/10/2022 16:52

Para: Juzgado 12 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto12bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: ASISTENTE 1 ACJSAS <acjsas@asejuridicasst.org>
Agradezco acusar recibido.
 
 

 Sandra Patricia Torres Mendieta
 Abogada

Posgrado en Derecho de la Empresa - Universidad del Rosario
ASESORÍAS Y CONSULTORÍAS JURIDÍCAS

S T   S.A.S.
Carrera 7 No. 12 C - 28  Ofc. 206 - Telefax.: 8051714 Móvil 310 3387670

Bogotá - Colombia
abogadasandratorres@asejuridicasst.org acjsas@asejuridicasst.org asejuridica.st@gmail.com   

acjsas@hotmail.com
 
 
 
 

De: SANDRA TORRES <abogadasandratorres@asejuridicasst.org>

Fecha: viernes, 28 de octubre de 2022, 4:49 p.m.

Para: "Juzgado 12 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C." <ccto12bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

CC: SANDRA TORRES <asistente@asejuridicasst.org>, Unidad Residencial Las Villas
<acjsas@hotmail.com>

Asunto: 11001310301220210066800 RECURSOS DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION
 
 
 

 Sandra Patricia Torres Mendieta
 Abogada

Posgrado en Derecho de la Empresa - Universidad del Rosario
ASESORÍAS Y CONSULTORÍAS JURIDÍCAS

S T   S.A.S.
Carrera 7 No. 12 C - 28  Ofc. 206 - Telefax.: 8051714 Móvil 310 3387670

Bogotá - Colombia
abogadasandratorres@asejuridicasst.org acjsas@asejuridicasst.org asejuridica.st@gmail.com   

acjsas@hotmail.com
 
 
 

mailto:abogadasandratorres@asejuridicasst.org
mailto:acjsas@asejuridicasst.org
mailto:asejuridica.st@gmail.com
mailto:acjsas@hotmail.com
mailto:abogadasandratorres@asejuridicasst.org
mailto:acjsas@asejuridicasst.org
mailto:asejuridica.st@gmail.com
mailto:acjsas@hotmail.com


 



 



 



 



 



 



 



 



 



 
ASESORÍAS    Y    CONSULTORÍAS    JURIDÍCAS    S T   S.A.S. 

                                                                                                                     
Nit.:900.406.111-8 

 

_______________________________________________________________________________________ 
Carrera 7 Nº 12C-28 OFC. 206 ED.  América - Bogotá D.C.   Telefax.: 8051714 Móvil 310 3387670 

abogadasandratorres@asejuridicasst.org    acjsas@asejuridicasst.org     asejuridicas.st@gmail.com        acjsas@hotmail.com  

 
 
 
 

 
 
 
Señor 
JUEZ DOCE (12º) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C.  
E. S. D. 
 
 
REF: Proceso        : EJECUTIVO MAYOR CUANTIA 2021-0668 

Demandante: CONDOMINIO CAMPESTRE EL CORTIJO P.H. 
Demandada : SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES  
                        SIA S.A.S. Y OTRO 
 

RECURSO DE RESPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE APELACION CONTRA 
AUTO DE FECHA 24 DE OCTUBRE DE 2022 

 
SANDRA PATRICIA TORRES MENDIETA, identificada como aparece junto a mi 
firma, en mi calidad de apoderada judicial de la parte actora dentro del asunto de la 
referencia, estando dentro del término de ley, me permito formular recursos de 
Reposición y en subsidio de Apelación contra el auto proferido por su 
despacho de fecha 24 de octubre de 2022 y publicado en el estado del 25 
de octubre, por el cual revoca el auto mandamiento de pago de fecha 14 de febrero 
de 2022, de conformidad con lo establecido en los artículos 318 y 322 del C.G del P. 
para lo cual me permito sustentar los recursos propuestos, en los siguientes 
términos:  
 

1. ANTECEDENTES:  
 

1.1. El pasado mes de diciembre de 2022, se radica demanda ejecutiva de 
mayor cuantía de Condominio Campestre El Cortijo P.H. en contra de la 
sociedad SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA 
S.A.S. y del señor HERNANDO MURCIA VARGAS, por el 
incumplimiento en el pago de las expensas comunes de administración y 
sustentadas en el título ejecutivo que sirve de base a la ejecución a la luz 
de lo normado en el artículo 48 de la Ley 675 de 2001.  
 

1.2. El Despacho por auto del 2 de febrero de 2022, inadmite la acción, para 
que se subsane dentro de los términos de ley, allegando poder para actuar 
conforme el artículo 5 del Decreto 806 o con presentación personal y para 
que aporte la relación de cuotas objeto de las pretensiones en un cuadro 
que permitiera su edición. Esto en consideración a que la certificación de 
deuda base de ejecución y suscrita por el representante legal, se aporta 
en archivo pdf., la que se puede observar en el aparte 1 del cuaderno 
principal del expediente digital, folio 41 al 46 inclusive. 
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1.3. Efectivamente el 8 de febrero de 2022, aporto escrito de subsanación en 
los términos ordenados por el despacho, y allego el cuadro de las 
expensas cobradas para que pudiera editado, conforme se observa en el 
aparte 5 del cuaderno principal del expediente digital, folios 1 al 11 
inclusive 

 

       
 

 
 

1.4. Es así como el despacho profiere auto mandamiento de pago de fecha 14 
de Febrero de 2022, y se observa como toma efectivamente el cuadro 
parcialmente, del anexo allegado en Excel con el escrito de subsanación 
en cuanto al capital relacionado en la certificación de deuda base de 
ejecución y con apego a las pretensiones de la demanda. Aparte 6 del 
cuaderno principal folios 1 al 8.  

1.5. Se procede a notificar a los demandados, quienes comparecen al proceso 
por intermedio de abogado, descorriendo los términos, contestando 
demanda y excepcionando. Aparte 12 cuaderno principal del expediente 
digital, folios 1 al 39.  

1.6. Como excepciones solo se formulan: Inexistencia de la causa para cobrar, 
Prescripción y la Genérica. No se ataca el título ejecutivo base de ejecución 
mediante reposición conforme lo dispuesto por las normas procesales.  
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1.7. El despacho por auto del 1 de julio de 2022, tiene por notificados a los 
demandados y dispone previo a reconocer personería y resolver sobre los 
escritos presentados, que el apoderado de los demandados allegue poder 
en los términos del artículo 5 de la ley 2213 de 2022, concediendo como 
término para ello la ejecutoria de la providencia. Aparte 15 del cuaderno 
principal folios 1 y 2 

1.8. El apoderado judicial de la pasiva, no cumple con lo dispuesto por el 
despacho ni dentro del plazo ni hasta este momento. 

1.9. El despacho profiere auto de fecha 24 de octubre, en el que dispone 
revocar el auto mandamiento de pago, declarar terminado el proceso y 
levantar cautelas, aduciendo como justificación para ello que la 
certificación base de ejecución suscrita por el representante legal de la 
demandante, no tiene connotación de título ejecutivo contra los 
demandados, por cuanto el predio sobre el que se pretende el cobro, no 
está sometido a Régimen de Propiedad Horizontal, refiriéndose solo al 
certificado de libertad.  y desligándose hasta de la misma confesión que 
los demandados hacen en la última escritura pública de compraventa y 
que se aporta como prueba, escritura No. 364 del 5 de marzo de 2012, 
en el que el señor Hernando Murcia, vende a la sociedad SERVICIOS Y 
SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S., en la que en su clausula 
Séptima señala: “PROPIEDAD HORIZONTAL: que el inmueble que 
aquí se transfiere, tiene inscrito un reglamento de propiedad 
horizontal del Condominio Campestre El Cortijo P.H., pero que 
dicho inmueble en la actualidad no cuenta con administración, 
por lo tanto no tiene deuda por dicho concepto, ni se aporta el 
paz y salvo de que trata el artículo 29 de la Ley 675 de 2001; sin 
embargo de conformidad con lo dispuesto en la Instrucción 
administrativa No.30 de septiembre 12 de 2003, de la 
Superintendencia de Notariado y Registro, se deja constancia de 
la solidaridad del nuevo propietario por las deudas que existan 
con la copropiedad”.  Y firman los demandados en señal de aprobación, 
así:  

 

       
 

2. REPAROS AL AUTO ATACADO:  
 
El despacho fundamenta su decisión de revocar el auto por el cual libra mandamiento 
de pago aduciendo como única justificación lo que al respecto dice el Certificado de 
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Libertad del predio de propiedad de los demandados y que en la anotación 5 dice 
***ESTA ANOTACIÓN NO TIENE VALIDEZ*** y hace referencia a lo manifestado en 
los hechos por mí en cuanto o algunas escrituras públicas, así: “en cuanto a que 
algunas cláusulas hacían referencia a que se haría una copropiedad y a que 
contribuirían al pago de vigilancia según la cuota que fijara la junta de 
administración; no obstante lo cierto es que, como ya se indicó, no se encuentra 
demostrado que el citado inmueble se encuentre sometido a régimen de propiedad 
horizontal”      

 
 
Al respecto es necesario manifestar que, en el escrito de demanda de manera muy 
precisa, se indicó, no solo lo que ya el despacho mencionó y que da cuenta sin lugar 
a equivoco que este predio si está sometido a Régimen de Propiedad Horizontal, 
sino en el Hecho 3 se dijo de manera precisa: 
 

2.1. “Así mismo se tiene que el señor HERNANDO MURCIA vende este inmueble a 
la sociedad SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA 
S.A.S., mediante escritura pública No. 364 del 5 de marzo de 2012, y en la 
misma se establece:  

 
“CLAUSULA PRIMERA PARÁGRAFO SEGUNDO: “El inmueble objeto de la 
presente compraventa hace parte del CONDOMINIO CAMPESTRE EL CORTIJO 
P.H.  el cual está sometido al régimen de propiedad Separada horizontal con el lleno de 
los requisitos legales exigidos por la ley, reformado mediante escritura pública número 
doscientos ocho (208) del veintitrés de febrero de dos mil once de la notaría de Melgar, 
debidamente registrada en la Oficina de Instrumentos Públicos correspondiente. Así 
mismo en la Clausula Séptima - Propiedad  Horizontal, refiere: “Que el inmueble 
que aquí se transfiere, tiene inscrito un reglamento de propiedad horizontal del 
Condominio Campestre El Cortijo P.H. pero que dicho inmueble en la actualidad no 
cuenta con administración, por lo tanto no tiene deuda por dicho concepto, ni se aporta 
paz y salvo d que trata el artículo 29 de la ley 675 de 2001; sin embargo de conformidad 
con lo dispuesto en la instrucción administrativa No. 30 del 12 de septiembre de 2003, 
del superintendente de Notariado y Registro, se deja constancia de la solidaridad del 
nuevo propietario por las deudas que existan con la copropiedad” 
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Conforme se puede evidenciar en los apartes de la escritura pública a la que hice 
mención en el escrito de demanda, pero que además anexe como prueba, el señor 
HERNANDO MURCIA demandado, al momento de transferir el inmueble a la sociedad 
SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S confiesa en este 
instrumento que el inmueble que transfiera está sometido a REGIMEN DE 
PROPIEDAD HORIZONTAL, haciendo parte del CONDOMINIO CAMPESTRE EL 
CORTIJO, luego como puede el Señor Juez darle importancia solo a lo que dice el 
certificado de libertad que a las mismas manifestaciones que bajo la gravedad de 
juramento dice el demandado en la precitada escritura y que son de recibo y 
aceptación por el comprador SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES 
SIA S.A.S., quien a través de su representante legal AMPARO SALAZAR MUÑOZ, en la 
cláusula octava de este instrumento indica:  
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“ACEPTACION. Presente AMPARO SALAZAR MUÑOZ de las condiciones civiles antes 
mencionadas, quien obra en calidad de gerente y por lo tanto Representante Legal de la 
sociedad SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S., y manifestó 
entre otros: 
 

a.) Que acepta la presente escritura pública, la venta que se le hace a su representada 
y las demás estipulaciones en ella contenidas, por estar en un todo de acuerdo con 
lo convenido.  

d.) Que declara conocer y se obliga a respetar el Régimen de Propiedad Horizontal al      
que se encuentra sometido el inmueble objeto del presente contrato de compraventa  
 

 
 

Es importante resaltar que este instrumento público se encuentra debidamente registrado 
en el folio de matrícula inmobiliaria del inmueble propiedad de la sociedad demandada No. 
366-28693 en la anotación No. 006 del 9 de marzo de 2012, y que la misma no ha sido 
objeto de reforma, adición o nulidad, encontrándose vigente a la fecha.  
 

 
 
 

2.2. Ahora bien en cuanto a la anotación que figura en el certificado de libertad 
y que invalida la anotación número 005 y que sirve de sustento al señor 
para revocar el auto que libra mandamiento de pago, se hace necesario 
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precisar, que esta anotación surge con ocasión a la Resolución número 
2619 del 13 de marzo de 2018, expedida por el Subdirector de apoyo 
jurídico Registral de la Supernotaria y Registro, y que debe proceder con 
la invalidez de esta anotación ya que no se puede registra una reforma al 
reglamento cuando previamente no se observa la anotación de estar 
sometido a Régimen de Propiedad horizontal, y esta situación tiene su 
justificación, en cuanto a que cuando el Señor Murcia compra este predio 
lote 55, el mismo hacia parte del predio de mayor extensión denominado 
Predio Miraflores, la propietaria señora Ferro y que este predio de mayor 
extensión hacia parte del Condominio Campestre El Cortijo,  que había 
surgido como propiedad horizontal, mediante escritura pública No. 1040 
de 1996, desengloba este lote 55 en 2004 y lo vende el Señor Murcia, 
quien no lo somete a Régimen de P.H. con la precitada escritura,  para 
evadir el pago de expensas comunes, no obstante, cuando se hace la 
reforma del Reglamento de P.H., migrando a ley 675 de 2001, dentro de 
los bienes privados se incluye el lote 55, y al hacer el registro de la 
escritura, se incluye en el folio de matrícula del predio 55, y es entonces 
cuando registro declara sin validez la misma, por cuanto previo a esta 
reforma no estaba registrada la que lo constituye en propiedad Horizontal, 
luego esto es un formalismo que de manera alguna desdice de la condición 
del predio como bien privado perteneciente a la propiedad horizontal del 
Cortijo. Y por ende responsable en la contribución de expensas comunes.     

2.3. De ninguna manera puedo comprender las razones que expone el señor 
Juez 12 del Circuito, para revocar el auto por el que libra mandamiento 
de pago, cuando refiere que el título base de ejecución carece de los 
requisitos exigidos por el artículo 422 del C G del P., pues para este 
asunto, está claro que el predio objeto de esta acción hace parte integral  
del Condominio Campestre el Cortijo y que así lo reconocen tanto el 
anterior dueño señor HERNANDO MURCIA como la actúa propietaria 
sociedad  SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S., 
tal y como quedo consignado en el escritura pública de compraventa No. 364 de 
marzo de 2012, y que de acuerdo con el principio de PREVALENCIA DEL 
DERECHO SUSTANCIAL SOBRE EL FORMAL, debió el Señor Juez valorar todo el 
material probatorio aportado, en especial la última escritura pública objeto de 
registro en la anotación No. 006 del folio de matrícula inmobiliaria No.  366-
28693, en donde está confesa la condición jurídica del inmueble objeto de esta 
acción y de manera alguna manifestar lo que en su auto señala como “razón 
suficiente para concluir que de dicho bien no emanan las cuotas o 
expensas pretendidas en este asunto por no estar sometido a Régimen 
de Propiedad Horizontal que dice administrar la demandante” subrayado 
y negrillas fuera de texto original, y es que es precisamente este tipo de 
decisiones,  los que le han servido a los demandados para mantener su condición 
cómoda de servirse de una propiedad horizontal en todo el sentido de la palabra 
y no pagar un solo pesos por los servicios que reciben, obligando a que los demás 
copropietarios deban pagar las expensas por ellos, cuando de cierto resulta que 
no son una isla aparte de la Propiedad Horizontal y que deben contribuir al pago 
de expensas tal y conforme ellos mismos reconocen que su inmueble hace parte 
de la propiedad horizontal del Cortijo.  Sea en todo caso de advertir que no existe 
norma alguna que obligue a que para el cobro de expensas comunes deba estar 
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inscrita en el certificado de libertad su condición de estar sometido a Régimen 
de Propiedad Horizontal, en todo caso existe el Titulo escriturario que da cuenta 
de tal condición y confesa por los mismos demandados, como entonces imponer 
el despacho una condición que no tiene sustento legal? 

2.4. Ahora en gracia de discusión, sea del caso advertir que a los demandados se les 
requirió por cuenta de mi cliente, mediante una comunicación escrita adiada 
octubre 14 de 2021, a los correos electrónicos, mediante la cual les solicita el 
pago de las expensas comunes aquí pretendidas, por la suma de CIENTO 
SETENTA Y DOS MILLONES OCHENTA Y CINCO MILSEENCIENTOS 
SESENTA Y DOS PESOS MCTE ($172.0855.762,oo.) y los mismos 
guardaron silencio asintiendo la obligación, documento que fue aportado como 
prueba a folio 35 del aparte 1 del cuaderno principal del expediente digital, 
documento que no fue objeto de pronunciamiento ni tacha en el escrito de 
contestación de demanda.  

 

  
 
  

2.5. Luego está claro que de ninguna manera las normas sustanciales ni 
procesales exigen que para proceder con el cobro de expensas comunes 
por administración en propiedad horizontal, deba estar registrada la 
anotación en el certificado de libertad de estar sometido a Régimen de 
Propiedad Horizontal, para este asunto el inmueble objeto de esta acción 
está incluido dentro de los bienes privados que conforman el reglamento 
de Propiedad Horizontal escritura No. 208 de 2011, la que está 
actualmente vigente y no ha sido objeto de nulidad, modificación y/o 
adición. Y que en esta condición es que los demandados aceptan que su 
inmueble si está sometido al Régimen de propiedad Horizontal, en los 
términios ya indicados.  
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2.6. Por último sea del caso mencionar que de acuerdo con el artículo 48 de la 
ley 675 de 2001, se ha previsto que el Juez de conocimiento en este tipo 
de procesos, solo podrá exigir como anexo a la demanda el poder 
debidamente otorgado, el certificado de existencia y representación de la 
persona jurídica demandante y demandada cuando el deudor ostente esta 
calidad, y el título ejecutivo contentivo de la obligación que será 
solamente el certificado expedido por el administrador sin 
ningún requisito ni procedimiento adicional, de esta manera se 
colige que no le asiste la razón al señor Juez, al revocar el auto por el cual 
se libra mandamiento de pago, cuando a la luz de esta norma ni siquiera 
debía allegarse prueba siquiera sumaria de que el predio del que se 
reclama el pago de expensas comunes  estuviere o no sometido a régimen 
de Propiedad Horizontal.  
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Al respecto del Principio de la Prevalencia del Derecho Sustancial sobre el formal, 
reiterada jurisprudencia ha sostenido que de conformidad con lo establecido en el 
artículo 228 de la Constitución Política, las formas no deben convertirse en un 
obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, debiendo propender por su 
realización. Las normas procesales son un medio para lograr la efectividad de los 
derechos subjetivos y no fines en sí mismos. Sentencia T-268/10:  
 
La Corte Constitucional ha señalado que, por disposición del artículo 228 Superior,  las formas no deben 
convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, sino que deben propender por su 
realización. Es decir, que las normas procesales son  un medio para lograr la efectividad de los derechos 
subjetivos y no fines en sí mismas. Así lo sostuvo en la Sentencia C-029 de 1995, precisamente cuando 
declaró exequible el artículo 4º del Código de Procedimiento Civil, antes citado: 
  

“Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las actuaciones de la 
Administración de Justicia "prevalecerá el derecho sustancial", está reconociendo que el fin 
de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los derechos consagrados en 
abstracto por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los conflictos de 
intereses.  Es evidente que en relación con la realización de los derechos y la solución de los 
conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un medio.” (Negrillas fuera 
de texto original). 
  

En la misma línea, en la Sentencia C-131 de 2002, la Corte se refirió al tema de la constitucionalización 
del derecho procesal de la siguiente manera: 
  

 “2. Uno de los espacios en los que mayor incidencia ha tenido el constitucionalismo es el 
derecho procesal.  En la tradición del positivismo formalista el derecho procesal estaba 
desprovisto de una vinculación sustancial con lo que era materia de litigio; se agotaba en 
una ritualidad cuya configuración se realizaba fundamentalmente en la instancia 
legislativa; era ajeno a propósitos que lo conectaran con los fines estatales y la protección 
de las garantías que lo integraban sólo se brindaba en esas actuaciones y bajo los estrechos 
parámetros de protección establecidos por el legislador.  Así, no llamaba a interés el hecho 
de que, en materia de derechos, la sustancia que se tenía entre manos se desvaneciera ante 
las ritualidades y formalidades de unos procedimientos que las más de las veces se explicaban 
por sí mismos y que perdían puntos de contacto con lo que era objeto de controversia.  

  
Pero esa dimensión del derecho procesal ha sido superada pues el constitucionalismo ha 
rescatado las garantías centenariamente elaboradas como  contenidos del derecho procesal 
para vincularlas inescindiblemente a la realización de las normas sustanciales.  Las ha dotado 
de una teleología que no se explica a partir del solo rito o procedimiento sino en relación 
directa con las normas jurídicas que consagran los efectos jurídicos que las partes 
pretenden.  Las ha redimensionado para darles ahora el carácter de facultades 
irrenunciables, históricamente consolidadas y positivizadas; esto es, para advertir en ellas 
derechos fundamentales.  

  
Con ello, ha dotado al proceso de una nueva racionalidad pues ya no se trata de  agotar 
ritualismos vacíos de contenido o de realizar las normas de derecho sustancial de cualquier 
manera sino de realizarlas reconociendo esas garantías irrenunciables pues su respeto 
ineludible también constituye una finalidad del proceso. (…)” (Negrillas fuera de texto). 

  
4.2. Ahora bien, con fundamento en el derecho de acceso a la administración de justicia y en el principio 
de la prevalencia del derecho sustancial, esta Corporación  ha sostenido que en una providencia judicial 
puede configurarse un defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto” cuando hay una renuncia 
consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las 
normas procesales. 
                                                                                                      
La línea jurisprudencial relativa al “exceso ritual manifiesto” tuvo su inicio como tal en la sentencia T-
1306 de 2001.  En esa oportunidad la Corte precisó[21]: 
  

“[L]os jueces deben ser conscientes de la trascendental importancia que tiene el derecho 
procesal en cuanto a medio garantizador de los derechos materiales dentro del marco de un 
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debido proceso. En consecuencia, el actuar general debe ser guiado por la coexistencia de estas 
manifestaciones normativas permitiendo que en un marco jurídico preestablecido se 
solucionen los conflictos de índole material. 

  
Sin embargo, si el derecho procesal se torna en obstáculo para la efectiva realización de un 
derecho sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en darle prevalencia a 
las formas haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien acude a la administración 
de justicia y desnaturalizando a su vez las normas procesales cuya clara finalidad es ser medio 
para la efectiva realización del derecho material (art. 228). 

  
De lo contrario se estaría incurriendo en una vía de hecho por exceso ritual manifiesto que es 
aquel que se deriva de un fallo en el cual haya una renuncia consciente de la verdad jurídica 
objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas procesales 
convirtiéndose así en una inaplicación de la justicia material.” (Negrillas  fuera de texto 
original). 
  

La anterior posición fue reiterada por esta Corporación en la Sentencia T-1123 de 2002[22]. Consideró que 
en ese caso se había configurado una “vía de hecho” por la ruptura deliberada del equilibrio procesal, 
haciendo que contra lo dispuesto en la Constitución y en las leyes aplicables, una de las partes quedara 
en absoluta indefensión frente a las determinaciones que adoptó el juez, atendiendo con exclusividad al 
ritualismo y sacrificando valores de fondo. Sostuvo que la prevalencia del derecho sustancial constituye 
el fin principal de la administración de justicia y que “la validez de una decisión judicial de carácter 
procesal debe necesariamente juzgarse a partir del problema de fondo de derecho sustantivo a cuya 
resolución ella se enderece”. Ello en razón de que “el estado social de derecho, exige la protección y el 
respeto a la persona humana y en tal medida no se puede mantener la vigencia y eficacia de actos 
jurisdiccionales lesivos de los derechos y garantías de las personas constitucionalmente establecidos. La 
propia concepción del Estado de derecho no se agota en la proclamación formal de los derechos de las 
personas sino que se configura a partir de su efectiva realización”. 
  
Posteriormente esta Corporación, en Sentencia T-950 de 2003, concedió una acción de tutela al 
considerar que la autoridad judicial demandada había incurrido en un defecto procedimental al decretar 
la perención de un proceso de responsabilidad extracontractual debido a la inasistencia del demandante, 
sin tener en cuenta que la misma se debía a que éste se encontraba interno en un centro penitenciario y 
que fue notificado de la audiencia a realizarse un día antes de su celebración. Para la Corte la actuación 
del juez civil fue por completo irrazonable y desproporcionada, especialmente porque conocía 
plenamente la situación del peticionario. Al respecto la Corte señaló: 
  

“Exceso ritual manifiesto. 
  

14. En el presente caso se observa que el juez cumplió a cabalidad con las disposiciones que 
regulan el proceso de responsabilidad extracontractual. Sin embargo, la interpretación de las 
circunstancias del caso resultan abiertamente incompatibles con la Constitución y con la ley. 
Consta en el expediente que el Juez demandado notificó al demandante en el proceso de tutela 
la celebración de la audiencia de conciliación el día anterior a su celebración. Dicha notificación 
se surtió ante el centro de detención en el cual se encontraba el demandante. 

  
El juez, al notificar al demandante la realización de la audiencia, ha debido tener presente las 
dificultades de notificación inherentes a la situación de éste. Aunque el telegrama se envió el 
día 13 de junio, sólo fue recibido el día 20 de junio. No se trata de una circunstancia imputable 
al demandante, sino consecuencia de la situación de privación de la libertad e imputable al 
Estado colombiano. 

  
En este orden de ideas, para la Corte es claro que resulta desproporcionado que el Juzgado 
demandara una actitud diligente tomando en consideración exclusivamente los términos 
procesales.” 

  
En sentido similar, en Sentencia T-974 de 2003 la Corte amparó los derechos fundamentales del 
accionante al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, en armonía con los principios 
constitucionales de celeridad procesal y de prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, al 
concluir que el juez (i) al ignorar manifiesta y ostensiblemente una prueba, cuya valoración tenía la 
capacidad inequívoca de modificar el sentido del fallo y, (ii) al hacer una interpretación incorrecta y 
desproporcionada de las normas aplicables al caso y otorgarle a la oponibilidad mercantil un efecto 
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sancionatorio no previsto en el ordenamiento procesal, había incurrido en una vía de hecho “en la 
interpretación judicial”, en desmedro de los derechos sustantivos en litigio. En aquel entonces indicó: 
  

“Por consiguiente, aun cuando los jueces gozan de libertad para valorar el material 
probatorio con sujeción a la sana crítica, no pueden llegar al extremo de desconocer la 
justicia material, bajo la suposición de un exceso ritual probatorio contrario a la prevalencia 
del derecho sustancial (art. 228 C.P). Por ello, es su deber dar por probado un hecho o 
circunstancia cuando de dicho material emerge clara y objetivamente su existencia. 
  
38.  Adicionalmente, el sistema de libre apreciación resulta proporcional cuando su ejercicio 
no supone el sacrificio de otros principios o derechos constitucionales más importantes. Por 
ejemplo, la sujeción a la libre apreciación no puede conducir a un interpretación formalmente 
restrictiva de la prevalencia de los derechos sustantivos en litigio. Así, en Sentencia C-029 de 
1995 (M.P. Jorge Arango Mejía), la Corte sostuvo que: ‘(...) Cuando el artículo 228 de la 
Constitución establece que en las actuaciones de la Administración de Justicia ‘prevalecerá 
el derecho sustancial’, está reconociendo que el fin de la actividad jurisdiccional, y del 
proceso, es la realización de los derechos consagrados en abstracto por el derecho objetivo 
y, por consiguiente, la solución de los conflictos de intereses. Es evidente que en relación con 
la realización de los derechos y la solución de los conflictos, el derecho procesal, y 
específicamente el proceso, es un medio’. 
(…) 
46. Como se dijo anteriormente, se incurre en una vía de hecho en la  interpretación judicial 
cuando el juez adopta una decisión en desmedro de los derechos sustantivos en 
litigio[23].” (Negrillas  fuera de texto). 

  
En la Sentencia T-289 de 2005 la Corte Constitucional se pronunció sobre la petición de amparo de un 
ciudadano al cual se le había rechazado una acción de nulidad y restablecimiento por estar caduca, 
decisión que el afectado impugnó mediante recurso de reposición y en subsidio de apelación, recursos 
que igualmente fueron rechazados por considerar que, de acuerdo con las normas aplicables, el único 
recurso procedente era el de súplica. La Corte concedió la acción de tutela interpuesta al considerar que 
el juez administrativo había incurrido en una vía de hecho de carácter procedimental, dado que, teniendo 
en cuenta que tanto el recurso de reposición como el ordinario de súplica se debían interponer en el 
mismo término, la autoridad judicial debió haber adecuado el recurso presentado a la normatividad del 
recurso ordinario de súplica y darle el trámite correspondiente. En esa oportunidad esta Corporación 
precisó: 
  

“En el ejercicio de la protección del debido proceso, armonizada con el respeto a la autonomía 
judicial, la Corte considera que sólo se constituye una vía de hecho por defecto procedimental 
cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las 
normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos 
del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 
29 y 228 constitucionales. 

  
En este orden de ideas, prima facie, no se configura una vía de hecho cuando el juez lo que hace 
es cumplir con lo prescrito en la ley. 

  
2.1. Ahora bien, puede llegar a configurarse una vía de hecho al aplicar una norma 
procedimental según su tenor literal si se trata de una disposición de contenido 
manifiestamente contrario a la Constitución, caso en el cual se hace indispensable emplear la 
excepción de inconstitucionalidad y aplicar directamente disposiciones constitucionales. 
(…) 
2.2. Otra forma de incurrir en un defecto procedimental es mediante la configuración de un 
exceso ritual manifiesto. La Corte ha abordado la existencia de tal ciega obediencia del 
derecho procesal cuando de esta se deriva el desconocimiento de un derecho sustancial[24]. 
(…) 
A la luz de este alcance dado al principio de prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, 
la Sala entrará a analizar el caso en concreto. Lo anterior, no sin antes señalar que la 
prevalencia de lo sustancial sobre lo formal no sólo se debe presentar cuando es preciso dar 
paso al derecho sustancial sobre el procesal –según el alcance dado al exceso ritual manifiesto 
en la Sentencia T-1306/01- sino cuando dentro del mismo derecho procesal la materialidad de 
las actuaciones procesales adelantadas, entre ellas la interposición de recursos, desplazan su 
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denominación formal. Esto es lo que sucede, mutatis mutandis, con el principio iura novit 
curia.” (Negrillas  fuera de texto original). 
  

Los anteriores argumentos fueron reiterados en la Sentencia T-1091 de 2008. En esa ocasión la Corte 
Constitucional revisó un proceso de simulación de un contrato celebrado por el padre en perjuicio de su 
menor hijo, en el cual el juez de segunda instancia negó la declaratoria de simulación por considerar que, 
a pesar de estar probada la simulación relativa, el actor había pedido la declaratoria de simulación 
absoluta o total. La Corte tuteló los derechos fundamentales del menor de edad, en especial el derecho 
al debido proceso por “exceso ritual manifiesto”, pues el juez civil del circuito, no obstante reconocer que 
el contrato era simulado, por aplicar con excesivo rigor una regla de carácter procesal omitió amparar el 
derecho sustancial. Al hablar del “exceso ritual manifiesto” sostuvo: 
  

“2.1. La Corte Constitucional ha considerado que la aplicación de las reglas de carácter 
procedimental no puede llegar a un grado de rigor tal, que se sacrifique el goce de los derechos 
fundamentales (Corte Constitucional, Sentencia T-1306 de 2001). Ha considerado que ‘si bien 
la actuación judicial se presume legítima, se torna en vía de hecho cuando el actuar del juez se 
distancia abiertamente del ordenamiento normativo, principalmente de la normatividad 
constitucional, ignorando los principios por los cuales se debe regir la administración de 
justicia’ (Corte Constitucional, Sentencia T-1306 de 2001). Para la Corte Constitucional 

  
‘el juez que haga prevalecer el derecho procesal sobre el sustancial, especialmente cuando este 
último llega a tener la connotación de fundamental, ignora claramente el artículo 228 de la 
Carta Política que traza como parámetro de la administración de justicia la prevalencia del 
derecho sustancial sobre las formas.  
  
 (…) si el derecho procesal se torna en obstáculo para la efectiva realización de un derecho 
sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en darle prevalencia a las formas 
haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien acude a la administración de justicia y 
desnaturalizando a su vez las normas procesales cuya clara finalidad es ser medio para 
la  efectiva realización del derecho material (art. 228).’ 

  
En esta decisión, la Corte indicó que se viola el derecho al debido proceso ‘por exceso ritual 
manifiesto’ en una sentencia cuando este implica una ‘renuncia consciente de la verdad 
jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas 
procesales’. Así lo ha considerado la Corte incluso para el caso de los procedimientos de 
casación, en los cuales el rigor procesal exige el cumplimiento de especiales y particulares 
requisitos formales. (Corte Constitucional, Sentencia T-1306 de 2001).” (Negrillas  fuera de 
texto). 

  
Igualmente, en la Sentencia T-052 de 2009 esta Corporación amparó al accionante el derecho 
fundamental al debido proceso en conexidad con el principio de primacía del derecho sustancial, por 
considerar que las entidades accionadas incurrieron “en un exceso de ritualismo”, a propósito del caso 
de un participante en un concurso de notarios que, pese a haber cursado una especialización, no la 
acreditó de la forma señalada, esto es, mediante acta de grado y diploma, sino por medio de certificación 
expedida por la universidad. Dijo entonces la Corte: 
  

“Si bien las formalidades o ritos son parte de todo proceso judicial, dichas formas han sido 
establecidas para garantizar a las partes intervinientes el cumplimiento de un debido proceso 
que respete sus derechos.  No obstante, al aplicarse de manera manifiesta, las normas 
atendiendo únicamente a su texto o haciendo una aplicación mecánica, se incurre en un 
exceso ritual manifiesto. 
(…) 
Así las cosas, en aras de garantizar el respeto de los derechos fundamentales, y evitar la 
negación de los mismos, en los casos en que la observancia de las formalidades atente contra 
la protección del derecho fundamental quebrantado, éste debe prevalecer sobre las normas 
procesales.” 

 Más recientemente, en sentencia T- 264 de 2009[25], esta Corporación precisó que puede “producirse un 
defecto procedimental en una sentencia cuando el funcionario judicial, por un apego excesivo a las 
formas” se aparta de sus obligaciones de impartir justicia sin tener en cuenta que los procedimientos 
judiciales son medios para alcanzar la efectividad del derecho y no fines en sí mismos. La Corte al conocer 
en sede de revisión la providencia atacada, consideró que el Tribunal había incurrido en un defecto 
procedimental por “exceso ritual manifiesto”, actuando en “contra de su papel de director del proceso y 
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del rol protagónico que le asigna el ordenamiento en la garantía de los derechos materiales, al omitir la 
práctica de una prueba imprescindible para fallar, a pesar de la presencia de elementos que le permitían 
concluir que por esa vía llegaría a una decisión indiferente al derecho material. Por esta vía, la autoridad 
accionada cerró definitivamente las puertas de la jurisdicción a la peticionaria,  olvidó su papel de garante 
de los derechos sustanciales, su obligación de dar prevalencia al derecho sustancial, y su compromiso con 
la búsqueda de la verdad en el proceso como presupuesto para la adopción de decisiones justas”. 
  
Igualmente, indicó que la jurisprudencia constitucional se ha referido al defecto por “exceso ritual” en 
eventos en los cuales el juez  vulnera el principio de prevalencia de derecho sustancial o el derecho al 
acceso a la administración de justicia por “(i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a 
la vigencia de derechos constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos 
formales de forma irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas 
imposibles de cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir 
en un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas”. En consecuencia, (i) concedió el amparo 
constitucional, (ii) ordenó dejar sin efecto el fallo para que la autoridad judicial demandada abriera “un 
término probatorio adicional con el fin de ejercer sus deberes para arribar a la verdad y adoptar un fallo 
de mérito basado en la determinación de la verdad real”. 
  
4.3. En conclusión, el defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto” se presenta cuando el 
funcionario judicial, por un apego extremo y aplicación mecánica de las formas, renuncia 
conscientemente a la verdad jurídica objetiva patente en los hechos, derivándose de su actuar una 
inaplicación de la justicia material y del principio de la prevalencia del derecho sustancial. 
  
4.4. Por otro lado, es preciso señalar que el “exceso ritual manifiesto” no es una figura extraña en la 
jurisprudencia y doctrina comparada. En Argentina, por ejemplo, la Corte Suprema de la Nación ha 
establecido desde 1957 con el caso Colalillo Domingo vs. Compañía de Seguros España y Río de la 
Plata[26] que existe una causal de arbitrariedad de la sentencia en virtud de la cual procede el recurso 
extraordinario federal, cuando en la aplicación del derecho procesal en forma meramente ritual se llega 
a la renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva[27]. Las expresiones “exceso ritual” o “exceso ritual 
manifiesto” no fueron utilizadas en el caso Colalillo, pues allí se habló de una “frustración ritual del 
derecho”. Aquellos giros aparecieron como resultado de fallos posteriores de la Corte argentina que, 
“invocando dicha decisión como precedente, descalificaron pronunciamientos posteriores por la misma 
razón usada para descalificar el fallo de segunda instancia recaído en Colalillo”[28]. 
   

3. OBJETO DEL RECURSO:  
 
De conformidad con lo antes expuesto, solicito a su señoría con el acostumbrado 
respeto, se revoque integralmente el auto atacado, de fecha Octubre 24 de 2022, y 
contrario a ello se profiera sentencia ordenando seguir adelante con la ejecución, 
conforme lo dispuesto en el auto por el cual se libra mandamiento de pago de fecha 
14 de febrero de esta anualidad.  
 
En caso de no Reponer el auto atacado, solicito al despacho se disponga el envío 
del expediente al superior, con el fin de que sea resuelto el recurso de apelación  
interpuesto como subsidiario.    
 
 
Del Señor Juez, Respetuosamente; 
 
 
 
SANDRA PATRICIA TORRES MENDIETA 
C.C. 39.658.304 de Bogotá, D.C. 
T.P. No. 118.986 del C.S. de la J.  
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FW: 11001310301220210066800 RECURSOS DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION
ABOGADA SANDRA TORRES <abogadasandratorres@asejuridicasst.org>
Jue 03/11/2022 15:56
Para: Juzgado 12 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto12bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cordial saludo;
 
Solicito el ingreso del proceso al despacho previo a la elaboración y trámite de los oficios de levantamiento de
cautelas, esto en consideración a que se trata de un recurso de Reposición y en subsidio de apelación que se
concede en el efecto suspensivo.
 
Cordialmente;
 
 
 

 Sandra Patricia Torres Mendieta
 Abogada

Posgrado en Derecho de la Empresa - Universidad del Rosario
ASESORÍAS Y CONSULTORÍAS JURIDÍCAS

S T   S.A.S.
Carrera 7 No. 12 C - 28  Ofc. 206 - Telefax.: 8051714 Móvil 310 3387670

Bogotá - Colombia
abogadasandratorres@asejuridicasst.org acjsas@asejuridicasst.org asejuridica.st@gmail.com   

acjsas@hotmail.com
 
 
 
De: SANDRA TORRES <abogadasandratorres@asejuridicasst.org> 
Fecha: viernes, 28 de octubre de 2022, 4:52 p.m. 
Para: "Juzgado 12 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C." <ccto12bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
CC: SANDRA TORRES <acjsas@asejuridicasst.org> 
Asunto: FW: 11001310301220210066800 RECURSOS DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION
 
Agradezco acusar recibido.
 
 

 Sandra Patricia Torres Mendieta
 Abogada

Posgrado en Derecho de la Empresa - Universidad del Rosario
ASESORÍAS Y CONSULTORÍAS JURIDÍCAS

S T   S.A.S.
Carrera 7 No. 12 C - 28  Ofc. 206 - Telefax.: 8051714 Móvil 310 3387670

Bogotá - Colombia
abogadasandratorres@asejuridicasst.org acjsas@asejuridicasst.org asejuridica.st@gmail.com   

acjsas@hotmail.com
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De: SANDRA TORRES <abogadasandratorres@asejuridicasst.org> 
Fecha: viernes, 28 de octubre de 2022, 4:49 p.m. 
Para: "Juzgado 12 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C." <ccto12bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
CC: SANDRA TORRES <asistente@asejuridicasst.org>, Unidad Residencial Las Villas
<acjsas@hotmail.com> 
Asunto: 11001310301220210066800 RECURSOS DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION
 
 
 

 Sandra Patricia Torres Mendieta
 Abogada

Posgrado en Derecho de la Empresa - Universidad del Rosario
ASESORÍAS Y CONSULTORÍAS JURIDÍCAS

S T   S.A.S.
Carrera 7 No. 12 C - 28  Ofc. 206 - Telefax.: 8051714 Móvil 310 3387670

Bogotá - Colombia
abogadasandratorres@asejuridicasst.org acjsas@asejuridicasst.org asejuridica.st@gmail.com   

acjsas@hotmail.com
 
 
 

mailto:abogadasandratorres@asejuridicasst.org
mailto:acjsas@asejuridicasst.org
mailto:asejuridica.st@gmail.com
mailto:acjsas@hotmail.com


 



 



 



 



 



 



 



 



 



 

ASESORÍAS    Y    CONSULTORÍAS    JURIDÍCAS    S T   S.A.S. 
                                                                                                                     

Nit.:900.406.111-8 

 

_______________________________________________________________________________________ 

Carrera 7 Nº 12C-28 OFC. 206 ED.  América - Bogotá D.C.   Telefax.: 8051714 Móvil 310 3387670 

abogadasandratorres@asejuridicasst.org    acjsas@asejuridicasst.org     asejuridicas.st@gmail.com        acjsas@hotmail.com  

 

 

 

 

 
 
 
Señor 
JUEZ DOCE (12º) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C.  
E. S. D. 
 
 
REF: Proceso        : EJECUTIVO MAYOR CUANTIA 2021-0668 

Demandante: CONDOMINIO CAMPESTRE EL CORTIJO P.H. 
Demandada : SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES  
                        SIA S.A.S. Y OTRO 

 
RECURSO DE RESPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE APELACION CONTRA 

AUTO DE FECHA 24 DE OCTUBRE DE 2022 
 

SANDRA PATRICIA TORRES MENDIETA, identificada como aparece junto a mi 
firma, en mi calidad de apoderada judicial de la parte actora dentro del asunto de la 
referencia, estando dentro del término de ley, me permito formular recursos de 
Reposición y en subsidio de Apelación contra el auto proferido por su 
despacho de fecha 24 de octubre de 2022 y publicado en el estado del 25 
de octubre, por el cual revoca el auto mandamiento de pago de fecha 14 de febrero 
de 2022, de conformidad con lo establecido en los artículos 318 y 322 del C.G del P. 
para lo cual me permito sustentar los recursos propuestos, en los siguientes 
términos:  
 

1. ANTECEDENTES:  
 

1.1. El pasado mes de diciembre de 2022, se radica demanda ejecutiva de 
mayor cuantía de Condominio Campestre El Cortijo P.H. en contra de la 
sociedad SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA 
S.A.S. y del señor HERNANDO MURCIA VARGAS, por el 
incumplimiento en el pago de las expensas comunes de administración y 
sustentadas en el título ejecutivo que sirve de base a la ejecución a la luz 
de lo normado en el artículo 48 de la Ley 675 de 2001.  
 

1.2. El Despacho por auto del 2 de febrero de 2022, inadmite la acción, para 
que se subsane dentro de los términos de ley, allegando poder para actuar 
conforme el artículo 5 del Decreto 806 o con presentación personal y para 
que aporte la relación de cuotas objeto de las pretensiones en un cuadro 
que permitiera su edición. Esto en consideración a que la certificación de 
deuda base de ejecución y suscrita por el representante legal, se aporta 
en archivo pdf., la que se puede observar en el aparte 1 del cuaderno 
principal del expediente digital, folio 41 al 46 inclusive. 
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1.3. Efectivamente el 8 de febrero de 2022, aporto escrito de subsanación en 
los términos ordenados por el despacho, y allego el cuadro de las 
expensas cobradas para que pudiera editado, conforme se observa en el 
aparte 5 del cuaderno principal del expediente digital, folios 1 al 11 
inclusive 

 

       
 

 
 

1.4. Es así como el despacho profiere auto mandamiento de pago de fecha 14 
de Febrero de 2022, y se observa como toma efectivamente el cuadro 
parcialmente, del anexo allegado en Excel con el escrito de subsanación 
en cuanto al capital relacionado en la certificación de deuda base de 
ejecución y con apego a las pretensiones de la demanda. Aparte 6 del 
cuaderno principal folios 1 al 8.  

1.5. Se procede a notificar a los demandados, quienes comparecen al proceso 
por intermedio de abogado, descorriendo los términos, contestando 
demanda y excepcionando. Aparte 12 cuaderno principal del expediente 
digital, folios 1 al 39.  

1.6. Como excepciones solo se formulan: Inexistencia de la causa para cobrar, 
Prescripción y la Genérica. No se ataca el título ejecutivo base de ejecución 
mediante reposición conforme lo dispuesto por las normas procesales.  
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1.7. El despacho por auto del 1 de julio de 2022, tiene por notificados a los 
demandados y dispone previo a reconocer personería y resolver sobre los 
escritos presentados, que el apoderado de los demandados allegue poder 
en los términos del artículo 5 de la ley 2213 de 2022, concediendo como 
término para ello la ejecutoria de la providencia. Aparte 15 del cuaderno 
principal folios 1 y 2 

1.8. El apoderado judicial de la pasiva, no cumple con lo dispuesto por el 
despacho ni dentro del plazo ni hasta este momento. 

1.9. El despacho profiere auto de fecha 24 de octubre, en el que dispone 
revocar el auto mandamiento de pago, declarar terminado el proceso y 
levantar cautelas, aduciendo como justificación para ello que la 
certificación base de ejecución suscrita por el representante legal de la 
demandante, no tiene connotación de título ejecutivo contra los 
demandados, por cuanto el predio sobre el que se pretende el cobro, no 
está sometido a Régimen de Propiedad Horizontal, refiriéndose solo al 
certificado de libertad.  y desligándose hasta de la misma confesión que 
los demandados hacen en la última escritura pública de compraventa y 
que se aporta como prueba, escritura No. 364 del 5 de marzo de 2012, 
en el que el señor Hernando Murcia, vende a la sociedad SERVICIOS Y 
SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S., en la que en su clausula 
Séptima señala: “PROPIEDAD HORIZONTAL: que el inmueble que 
aquí se transfiere, tiene inscrito un reglamento de propiedad 
horizontal del Condominio Campestre El Cortijo P.H., pero que 
dicho inmueble en la actualidad no cuenta con administración, 
por lo tanto no tiene deuda por dicho concepto, ni se aporta el 
paz y salvo de que trata el artículo 29 de la Ley 675 de 2001; sin 
embargo de conformidad con lo dispuesto en la Instrucción 
administrativa No.30 de septiembre 12 de 2003, de la 
Superintendencia de Notariado y Registro, se deja constancia de 
la solidaridad del nuevo propietario por las deudas que existan 
con la copropiedad”.  Y firman los demandados en señal de aprobación, 
así:  

 

       
 

2. REPAROS AL AUTO ATACADO:  
 
El despacho fundamenta su decisión de revocar el auto por el cual libra mandamiento 
de pago aduciendo como única justificación lo que al respecto dice el Certificado de 
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Libertad del predio de propiedad de los demandados y que en la anotación 5 dice 
***ESTA ANOTACIÓN NO TIENE VALIDEZ*** y hace referencia a lo manifestado en 
los hechos por mí en cuanto o algunas escrituras públicas, así: “en cuanto a que 
algunas cláusulas hacían referencia a que se haría una copropiedad y a que 
contribuirían al pago de vigilancia según la cuota que fijara la junta de 
administración; no obstante lo cierto es que, como ya se indicó, no se encuentra 
demostrado que el citado inmueble se encuentre sometido a régimen de propiedad 
horizontal”      

 
 
Al respecto es necesario manifestar que, en el escrito de demanda de manera muy 
precisa, se indicó, no solo lo que ya el despacho mencionó y que da cuenta sin lugar 
a equivoco que este predio si está sometido a Régimen de Propiedad Horizontal, 
sino en el Hecho 3 se dijo de manera precisa: 
 

2.1. “Así mismo se tiene que el señor HERNANDO MURCIA vende este inmueble a 
la sociedad SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA 
S.A.S., mediante escritura pública No. 364 del 5 de marzo de 2012, y en la 
misma se establece:  

 
“CLAUSULA PRIMERA PARÁGRAFO SEGUNDO: “El inmueble objeto de la 
presente compraventa hace parte del CONDOMINIO CAMPESTRE EL CORTIJO 
P.H.  el cual está sometido al régimen de propiedad Separada horizontal con el lleno de 
los requisitos legales exigidos por la ley, reformado mediante escritura pública número 
doscientos ocho (208) del veintitrés de febrero de dos mil once de la notaría de Melgar, 
debidamente registrada en la Oficina de Instrumentos Públicos correspondiente. Así 
mismo en la Clausula Séptima - Propiedad  Horizontal, refiere: “Que el inmueble 
que aquí se transfiere, tiene inscrito un reglamento de propiedad horizontal del 
Condominio Campestre El Cortijo P.H. pero que dicho inmueble en la actualidad no 
cuenta con administración, por lo tanto no tiene deuda por dicho concepto, ni se aporta 
paz y salvo d que trata el artículo 29 de la ley 675 de 2001; sin embargo de conformidad 
con lo dispuesto en la instrucción administrativa No. 30 del 12 de septiembre de 2003, 
del superintendente de Notariado y Registro, se deja constancia de la solidaridad del 
nuevo propietario por las deudas que existan con la copropiedad” 
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Conforme se puede evidenciar en los apartes de la escritura pública a la que hice 
mención en el escrito de demanda, pero que además anexe como prueba, el señor 
HERNANDO MURCIA demandado, al momento de transferir el inmueble a la sociedad 
SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S confiesa en este 
instrumento que el inmueble que transfiera está sometido a REGIMEN DE 
PROPIEDAD HORIZONTAL, haciendo parte del CONDOMINIO CAMPESTRE EL 
CORTIJO, luego como puede el Señor Juez darle importancia solo a lo que dice el 
certificado de libertad que a las mismas manifestaciones que bajo la gravedad de 
juramento dice el demandado en la precitada escritura y que son de recibo y 
aceptación por el comprador SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES 
SIA S.A.S., quien a través de su representante legal AMPARO SALAZAR MUÑOZ, en la 
cláusula octava de este instrumento indica:  
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“ACEPTACION. Presente AMPARO SALAZAR MUÑOZ de las condiciones civiles antes 
mencionadas, quien obra en calidad de gerente y por lo tanto Representante Legal de la 
sociedad SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S., y manifestó 
entre otros: 
 

a.) Que acepta la presente escritura pública, la venta que se le hace a su representada 
y las demás estipulaciones en ella contenidas, por estar en un todo de acuerdo con 
lo convenido.  

d.) Que declara conocer y se obliga a respetar el Régimen de Propiedad Horizontal al      
que se encuentra sometido el inmueble objeto del presente contrato de compraventa  
 

 
 

Es importante resaltar que este instrumento público se encuentra debidamente registrado 
en el folio de matrícula inmobiliaria del inmueble propiedad de la sociedad demandada No. 
366-28693 en la anotación No. 006 del 9 de marzo de 2012, y que la misma no ha sido 
objeto de reforma, adición o nulidad, encontrándose vigente a la fecha.  
 

 
 
 

2.2. Ahora bien en cuanto a la anotación que figura en el certificado de libertad 
y que invalida la anotación número 005 y que sirve de sustento al señor 
para revocar el auto que libra mandamiento de pago, se hace necesario 
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precisar, que esta anotación surge con ocasión a la Resolución número 
2619 del 13 de marzo de 2018, expedida por el Subdirector de apoyo 
jurídico Registral de la Supernotaria y Registro, y que debe proceder con 
la invalidez de esta anotación ya que no se puede registra una reforma al 
reglamento cuando previamente no se observa la anotación de estar 
sometido a Régimen de Propiedad horizontal, y esta situación tiene su 
justificación, en cuanto a que cuando el Señor Murcia compra este predio 
lote 55, el mismo hacia parte del predio de mayor extensión denominado 
Predio Miraflores, la propietaria señora Ferro y que este predio de mayor 
extensión hacia parte del Condominio Campestre El Cortijo,  que había 
surgido como propiedad horizontal, mediante escritura pública No. 1040 
de 1996, desengloba este lote 55 en 2004 y lo vende el Señor Murcia, 
quien no lo somete a Régimen de P.H. con la precitada escritura,  para 
evadir el pago de expensas comunes, no obstante, cuando se hace la 
reforma del Reglamento de P.H., migrando a ley 675 de 2001, dentro de 
los bienes privados se incluye el lote 55, y al hacer el registro de la 
escritura, se incluye en el folio de matrícula del predio 55, y es entonces 
cuando registro declara sin validez la misma, por cuanto previo a esta 
reforma no estaba registrada la que lo constituye en propiedad Horizontal, 
luego esto es un formalismo que de manera alguna desdice de la condición 
del predio como bien privado perteneciente a la propiedad horizontal del 
Cortijo. Y por ende responsable en la contribución de expensas comunes.     

2.3. De ninguna manera puedo comprender las razones que expone el señor 
Juez 12 del Circuito, para revocar el auto por el que libra mandamiento 
de pago, cuando refiere que el título base de ejecución carece de los 
requisitos exigidos por el artículo 422 del C G del P., pues para este 
asunto, está claro que el predio objeto de esta acción hace parte integral  
del Condominio Campestre el Cortijo y que así lo reconocen tanto el 
anterior dueño señor HERNANDO MURCIA como la actúa propietaria 
sociedad  SERVICIOS Y SISTEMAS DE ARCHIVO E IMÁGENES SIA S.A.S., 
tal y como quedo consignado en el escritura pública de compraventa No. 364 de 
marzo de 2012, y que de acuerdo con el principio de PREVALENCIA DEL 
DERECHO SUSTANCIAL SOBRE EL FORMAL, debió el Señor Juez valorar todo el 
material probatorio aportado, en especial la última escritura pública objeto de 
registro en la anotación No. 006 del folio de matrícula inmobiliaria No.  366-
28693, en donde está confesa la condición jurídica del inmueble objeto de esta 
acción y de manera alguna manifestar lo que en su auto señala como “razón 
suficiente para concluir que de dicho bien no emanan las cuotas o 
expensas pretendidas en este asunto por no estar sometido a Régimen 
de Propiedad Horizontal que dice administrar la demandante” subrayado 
y negrillas fuera de texto original, y es que es precisamente este tipo de 
decisiones,  los que le han servido a los demandados para mantener su condición 
cómoda de servirse de una propiedad horizontal en todo el sentido de la palabra 
y no pagar un solo pesos por los servicios que reciben, obligando a que los demás 
copropietarios deban pagar las expensas por ellos, cuando de cierto resulta que 
no son una isla aparte de la Propiedad Horizontal y que deben contribuir al pago 
de expensas tal y conforme ellos mismos reconocen que su inmueble hace parte 
de la propiedad horizontal del Cortijo.  Sea en todo caso de advertir que no existe 
norma alguna que obligue a que para el cobro de expensas comunes deba estar 
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inscrita en el certificado de libertad su condición de estar sometido a Régimen 
de Propiedad Horizontal, en todo caso existe el Titulo escriturario que da cuenta 
de tal condición y confesa por los mismos demandados, como entonces imponer 
el despacho una condición que no tiene sustento legal? 

2.4. Ahora en gracia de discusión, sea del caso advertir que a los demandados se les 
requirió por cuenta de mi cliente, mediante una comunicación escrita adiada 
octubre 14 de 2021, a los correos electrónicos, mediante la cual les solicita el 
pago de las expensas comunes aquí pretendidas, por la suma de CIENTO 
SETENTA Y DOS MILLONES OCHENTA Y CINCO MILSEENCIENTOS 
SESENTA Y DOS PESOS MCTE ($172.0855.762,oo.) y los mismos 
guardaron silencio asintiendo la obligación, documento que fue aportado como 
prueba a folio 35 del aparte 1 del cuaderno principal del expediente digital, 
documento que no fue objeto de pronunciamiento ni tacha en el escrito de 
contestación de demanda.  

 

  

 

  
2.5. Luego está claro que de ninguna manera las normas sustanciales ni 

procesales exigen que para proceder con el cobro de expensas comunes 
por administración en propiedad horizontal, deba estar registrada la 
anotación en el certificado de libertad de estar sometido a Régimen de 
Propiedad Horizontal, para este asunto el inmueble objeto de esta acción 
está incluido dentro de los bienes privados que conforman el reglamento 
de Propiedad Horizontal escritura No. 208 de 2011, la que está 
actualmente vigente y no ha sido objeto de nulidad, modificación y/o 
adición. Y que en esta condición es que los demandados aceptan que su 
inmueble si está sometido al Régimen de propiedad Horizontal, en los 
términios ya indicados.  
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2.6. Por último sea del caso mencionar que de acuerdo con el artículo 48 de la 
ley 675 de 2001, se ha previsto que el Juez de conocimiento en este tipo 
de procesos, solo podrá exigir como anexo a la demanda el poder 
debidamente otorgado, el certificado de existencia y representación de la 
persona jurídica demandante y demandada cuando el deudor ostente esta 
calidad, y el título ejecutivo contentivo de la obligación que será 
solamente el certificado expedido por el administrador sin 
ningún requisito ni procedimiento adicional, de esta manera se 
colige que no le asiste la razón al señor Juez, al revocar el auto por el cual 
se libra mandamiento de pago, cuando a la luz de esta norma ni siquiera 
debía allegarse prueba siquiera sumaria de que el predio del que se 
reclama el pago de expensas comunes  estuviere o no sometido a régimen 
de Propiedad Horizontal.  
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Al respecto del Principio de la Prevalencia del Derecho Sustancial sobre el formal, 
reiterada jurisprudencia ha sostenido que de conformidad con lo establecido en el 
artículo 228 de la Constitución Política, las formas no deben convertirse en un 
obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, debiendo propender por su 
realización. Las normas procesales son un medio para lograr la efectividad de los 
derechos subjetivos y no fines en sí mismos. Sentencia T-268/10:  
 
La Corte Constitucional ha señalado que, por disposición del artículo 228 Superior,  las formas no deben 

convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, sino que deben propender por su 

realización. Es decir, que las normas procesales son  un medio para lograr la efectividad de los derechos 

subjetivos y no fines en sí mismas. Así lo sostuvo en la Sentencia C-029 de 1995, precisamente cuando 

declaró exequible el artículo 4º del Código de Procedimiento Civil, antes citado: 

  

“Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las actuaciones de la 
Administración de Justicia "prevalecerá el derecho sustancial", está reconociendo que el fin 

de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los derechos consagrados en 

abstracto por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los conflictos de 

intereses.  Es evidente que en relación con la realización de los derechos y la solución de los 

conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un medio.” (Negrillas fuera 

de texto original). 

  

En la misma línea, en la Sentencia C-131 de 2002, la Corte se refirió al tema de la constitucionalización 

del derecho procesal de la siguiente manera: 

  

 “2. Uno de los espacios en los que mayor incidencia ha tenido el constitucionalismo es el 
derecho procesal.  En la tradición del positivismo formalista el derecho procesal estaba 

desprovisto de una vinculación sustancial con lo que era materia de litigio; se agotaba en 

una ritualidad cuya configuración se realizaba fundamentalmente en la instancia 

legislativa; era ajeno a propósitos que lo conectaran con los fines estatales y la protección 

de las garantías que lo integraban sólo se brindaba en esas actuaciones y bajo los estrechos 

parámetros de protección establecidos por el legislador.  Así, no llamaba a interés el hecho 

de que, en materia de derechos, la sustancia que se tenía entre manos se desvaneciera ante 

las ritualidades y formalidades de unos procedimientos que las más de las veces se explicaban 

por sí mismos y que perdían puntos de contacto con lo que era objeto de controversia.  

  

Pero esa dimensión del derecho procesal ha sido superada pues el constitucionalismo ha 

rescatado las garantías centenariamente elaboradas como  contenidos del derecho procesal 

para vincularlas inescindiblemente a la realización de las normas sustanciales.  Las ha dotado 

de una teleología que no se explica a partir del solo rito o procedimiento sino en relación 

directa con las normas jurídicas que consagran los efectos jurídicos que las partes 

pretenden.  Las ha redimensionado para darles ahora el carácter de facultades 

irrenunciables, históricamente consolidadas y positivizadas; esto es, para advertir en ellas 

derechos fundamentales.  

  

Con ello, ha dotado al proceso de una nueva racionalidad pues ya no se trata de  agotar 

ritualismos vacíos de contenido o de realizar las normas de derecho sustancial de cualquier 

manera sino de realizarlas reconociendo esas garantías irrenunciables pues su respeto 

ineludible también constituye una finalidad del proceso. (…)” (Negrillas fuera de texto). 

  

4.2. Ahora bien, con fundamento en el derecho de acceso a la administración de justicia y en el principio 

de la prevalencia del derecho sustancial, esta Corporación  ha sostenido que en una providencia judicial 

puede configurarse un defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto” cuando hay una renuncia 

consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las 

normas procesales. 

                                                                                                      

La línea jurisprudencial relativa al “exceso ritual manifiesto” tuvo su inicio como tal en la sentencia T-

1306 de 2001.  En esa oportunidad la Corte precisó[21]: 

  

“[L]os jueces deben ser conscientes de la trascendental importancia que tiene el derecho 
procesal en cuanto a medio garantizador de los derechos materiales dentro del marco de un 
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debido proceso. En consecuencia, el actuar general debe ser guiado por la coexistencia de estas 

manifestaciones normativas permitiendo que en un marco jurídico preestablecido se 

solucionen los conflictos de índole material. 

  

Sin embargo, si el derecho procesal se torna en obstáculo para la efectiva realización de un 

derecho sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en darle prevalencia a 

las formas haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien acude a la administración 

de justicia y desnaturalizando a su vez las normas procesales cuya clara finalidad es ser medio 

para la efectiva realización del derecho material (art. 228). 

  

De lo contrario se estaría incurriendo en una vía de hecho por exceso ritual manifiesto que es 

aquel que se deriva de un fallo en el cual haya una renuncia consciente de la verdad jurídica 

objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas procesales 

convirtiéndose así en una inaplicación de la justicia material.” (Negrillas  fuera de texto 

original). 

  

La anterior posición fue reiterada por esta Corporación en la Sentencia T-1123 de 2002[22]. Consideró que 

en ese caso se había configurado una “vía de hecho” por la ruptura deliberada del equilibrio procesal, 

haciendo que contra lo dispuesto en la Constitución y en las leyes aplicables, una de las partes quedara 

en absoluta indefensión frente a las determinaciones que adoptó el juez, atendiendo con exclusividad al 

ritualismo y sacrificando valores de fondo. Sostuvo que la prevalencia del derecho sustancial constituye 

el fin principal de la administración de justicia y que “la validez de una decisión judicial de carácter 
procesal debe necesariamente juzgarse a partir del problema de fondo de derecho sustantivo a cuya 

resolución ella se enderece”. Ello en razón de que “el estado social de derecho, exige la protección y el 
respeto a la persona humana y en tal medida no se puede mantener la vigencia y eficacia de actos 

jurisdiccionales lesivos de los derechos y garantías de las personas constitucionalmente establecidos. La 

propia concepción del Estado de derecho no se agota en la proclamación formal de los derechos de las 

personas sino que se configura a partir de su efectiva realización”. 
  

Posteriormente esta Corporación, en Sentencia T-950 de 2003, concedió una acción de tutela al 

considerar que la autoridad judicial demandada había incurrido en un defecto procedimental al decretar 

la perención de un proceso de responsabilidad extracontractual debido a la inasistencia del demandante, 

sin tener en cuenta que la misma se debía a que éste se encontraba interno en un centro penitenciario y 

que fue notificado de la audiencia a realizarse un día antes de su celebración. Para la Corte la actuación 

del juez civil fue por completo irrazonable y desproporcionada, especialmente porque conocía 

plenamente la situación del peticionario. Al respecto la Corte señaló: 

  

“Exceso ritual manifiesto. 
  

14. En el presente caso se observa que el juez cumplió a cabalidad con las disposiciones que 

regulan el proceso de responsabilidad extracontractual. Sin embargo, la interpretación de las 

circunstancias del caso resultan abiertamente incompatibles con la Constitución y con la ley. 

Consta en el expediente que el Juez demandado notificó al demandante en el proceso de tutela 

la celebración de la audiencia de conciliación el día anterior a su celebración. Dicha notificación 

se surtió ante el centro de detención en el cual se encontraba el demandante. 

  

El juez, al notificar al demandante la realización de la audiencia, ha debido tener presente las 

dificultades de notificación inherentes a la situación de éste. Aunque el telegrama se envió el 

día 13 de junio, sólo fue recibido el día 20 de junio. No se trata de una circunstancia imputable 

al demandante, sino consecuencia de la situación de privación de la libertad e imputable al 

Estado colombiano. 

  

En este orden de ideas, para la Corte es claro que resulta desproporcionado que el Juzgado 

demandara una actitud diligente tomando en consideración exclusivamente los términos 

procesales.” 

  

En sentido similar, en Sentencia T-974 de 2003 la Corte amparó los derechos fundamentales del 

accionante al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, en armonía con los principios 

constitucionales de celeridad procesal y de prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, al 

concluir que el juez (i) al ignorar manifiesta y ostensiblemente una prueba, cuya valoración tenía la 

capacidad inequívoca de modificar el sentido del fallo y, (ii) al hacer una interpretación incorrecta y 

desproporcionada de las normas aplicables al caso y otorgarle a la oponibilidad mercantil un efecto 
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sancionatorio no previsto en el ordenamiento procesal, había incurrido en una vía de hecho “en la 
interpretación judicial”, en desmedro de los derechos sustantivos en litigio. En aquel entonces indicó: 

  

“Por consiguiente, aun cuando los jueces gozan de libertad para valorar el material 

probatorio con sujeción a la sana crítica, no pueden llegar al extremo de desconocer la 

justicia material, bajo la suposición de un exceso ritual probatorio contrario a la prevalencia 

del derecho sustancial (art. 228 C.P). Por ello, es su deber dar por probado un hecho o 

circunstancia cuando de dicho material emerge clara y objetivamente su existencia. 

  

38.  Adicionalmente, el sistema de libre apreciación resulta proporcional cuando su ejercicio 

no supone el sacrificio de otros principios o derechos constitucionales más importantes. Por 

ejemplo, la sujeción a la libre apreciación no puede conducir a un interpretación formalmente 

restrictiva de la prevalencia de los derechos sustantivos en litigio. Así, en Sentencia C-029 de 

1995 (M.P. Jorge Arango Mejía), la Corte sostuvo que: ‘(...) Cuando el artículo 228 de la 

Constitución establece que en las actuaciones de la Administración de Justicia ‘prevalecerá 
el derecho sustancial’, está reconociendo que el fin de la actividad jurisdiccional, y del 
proceso, es la realización de los derechos consagrados en abstracto por el derecho objetivo 

y, por consiguiente, la solución de los conflictos de intereses. Es evidente que en relación con 

la realización de los derechos y la solución de los conflictos, el derecho procesal, y 

específicamente el proceso, es un medio’. 
(…) 
46. Como se dijo anteriormente, se incurre en una vía de hecho en la  interpretación judicial 

cuando el juez adopta una decisión en desmedro de los derechos sustantivos en 

litigio[23].” (Negrillas  fuera de texto). 

  

En la Sentencia T-289 de 2005 la Corte Constitucional se pronunció sobre la petición de amparo de un 

ciudadano al cual se le había rechazado una acción de nulidad y restablecimiento por estar caduca, 

decisión que el afectado impugnó mediante recurso de reposición y en subsidio de apelación, recursos 

que igualmente fueron rechazados por considerar que, de acuerdo con las normas aplicables, el único 

recurso procedente era el de súplica. La Corte concedió la acción de tutela interpuesta al considerar que 

el juez administrativo había incurrido en una vía de hecho de carácter procedimental, dado que, teniendo 

en cuenta que tanto el recurso de reposición como el ordinario de súplica se debían interponer en el 

mismo término, la autoridad judicial debió haber adecuado el recurso presentado a la normatividad del 

recurso ordinario de súplica y darle el trámite correspondiente. En esa oportunidad esta Corporación 

precisó: 

  

“En el ejercicio de la protección del debido proceso, armonizada con el respeto a la autonomía 

judicial, la Corte considera que sólo se constituye una vía de hecho por defecto procedimental 

cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las 

normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos 

del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 

29 y 228 constitucionales. 

  

En este orden de ideas, prima facie, no se configura una vía de hecho cuando el juez lo que hace 

es cumplir con lo prescrito en la ley. 

  

2.1. Ahora bien, puede llegar a configurarse una vía de hecho al aplicar una norma 

procedimental según su tenor literal si se trata de una disposición de contenido 

manifiestamente contrario a la Constitución, caso en el cual se hace indispensable emplear la 

excepción de inconstitucionalidad y aplicar directamente disposiciones constitucionales. 

(…) 
2.2. Otra forma de incurrir en un defecto procedimental es mediante la configuración de un 

exceso ritual manifiesto. La Corte ha abordado la existencia de tal ciega obediencia del 

derecho procesal cuando de esta se deriva el desconocimiento de un derecho sustancial[24]. 

(…) 
A la luz de este alcance dado al principio de prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, 

la Sala entrará a analizar el caso en concreto. Lo anterior, no sin antes señalar que la 

prevalencia de lo sustancial sobre lo formal no sólo se debe presentar cuando es preciso dar 

paso al derecho sustancial sobre el procesal –según el alcance dado al exceso ritual manifiesto 

en la Sentencia T-1306/01- sino cuando dentro del mismo derecho procesal la materialidad de 

las actuaciones procesales adelantadas, entre ellas la interposición de recursos, desplazan su 
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denominación formal. Esto es lo que sucede, mutatis mutandis, con el principio iura novit 

curia.” (Negrillas  fuera de texto original). 

  

Los anteriores argumentos fueron reiterados en la Sentencia T-1091 de 2008. En esa ocasión la Corte 

Constitucional revisó un proceso de simulación de un contrato celebrado por el padre en perjuicio de su 

menor hijo, en el cual el juez de segunda instancia negó la declaratoria de simulación por considerar que, 

a pesar de estar probada la simulación relativa, el actor había pedido la declaratoria de simulación 

absoluta o total. La Corte tuteló los derechos fundamentales del menor de edad, en especial el derecho 

al debido proceso por “exceso ritual manifiesto”, pues el juez civil del circuito, no obstante reconocer que 
el contrato era simulado, por aplicar con excesivo rigor una regla de carácter procesal omitió amparar el 

derecho sustancial. Al hablar del “exceso ritual manifiesto” sostuvo: 

  

“2.1. La Corte Constitucional ha considerado que la aplicación de las reglas de carácter 
procedimental no puede llegar a un grado de rigor tal, que se sacrifique el goce de los derechos 

fundamentales (Corte Constitucional, Sentencia T-1306 de 2001). Ha considerado que ‘si bien 
la actuación judicial se presume legítima, se torna en vía de hecho cuando el actuar del juez se 

distancia abiertamente del ordenamiento normativo, principalmente de la normatividad 

constitucional, ignorando los principios por los cuales se debe regir la administración de 

justicia’ (Corte Constitucional, Sentencia T-1306 de 2001). Para la Corte Constitucional 

  

‘el juez que haga prevalecer el derecho procesal sobre el sustancial, especialmente cuando este 

último llega a tener la connotación de fundamental, ignora claramente el artículo 228 de la 

Carta Política que traza como parámetro de la administración de justicia la prevalencia del 

derecho sustancial sobre las formas.  

  

 (…) si el derecho procesal se torna en obstáculo para la efectiva realización de un derecho 

sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en darle prevalencia a las formas 

haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien acude a la administración de justicia y 

desnaturalizando a su vez las normas procesales cuya clara finalidad es ser medio para 

la  efectiva realización del derecho material (art. 228).’ 
  

En esta decisión, la Corte indicó que se viola el derecho al debido proceso ‘por exceso ritual 

manifiesto’ en una sentencia cuando este implica una ‘renuncia consciente de la verdad 
jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas 

procesales’. Así lo ha considerado la Corte incluso para el caso de los procedimientos de 

casación, en los cuales el rigor procesal exige el cumplimiento de especiales y particulares 

requisitos formales. (Corte Constitucional, Sentencia T-1306 de 2001).” (Negrillas  fuera de 

texto). 

  

Igualmente, en la Sentencia T-052 de 2009 esta Corporación amparó al accionante el derecho 

fundamental al debido proceso en conexidad con el principio de primacía del derecho sustancial, por 

considerar que las entidades accionadas incurrieron “en un exceso de ritualismo”, a propósito del caso 

de un participante en un concurso de notarios que, pese a haber cursado una especialización, no la 

acreditó de la forma señalada, esto es, mediante acta de grado y diploma, sino por medio de certificación 

expedida por la universidad. Dijo entonces la Corte: 

  

“Si bien las formalidades o ritos son parte de todo proceso judicial, dichas formas han sido 
establecidas para garantizar a las partes intervinientes el cumplimiento de un debido proceso 

que respete sus derechos.  No obstante, al aplicarse de manera manifiesta, las normas 

atendiendo únicamente a su texto o haciendo una aplicación mecánica, se incurre en un 

exceso ritual manifiesto. 

(…) 
Así las cosas, en aras de garantizar el respeto de los derechos fundamentales, y evitar la 

negación de los mismos, en los casos en que la observancia de las formalidades atente contra 

la protección del derecho fundamental quebrantado, éste debe prevalecer sobre las normas 

procesales.” 

 Más recientemente, en sentencia T- 264 de 2009[25], esta Corporación precisó que puede “producirse un 
defecto procedimental en una sentencia cuando el funcionario judicial, por un apego excesivo a las 

formas” se aparta de sus obligaciones de impartir justicia sin tener en cuenta que los procedimientos 

judiciales son medios para alcanzar la efectividad del derecho y no fines en sí mismos. La Corte al conocer 

en sede de revisión la providencia atacada, consideró que el Tribunal había incurrido en un defecto 

procedimental por “exceso ritual manifiesto”, actuando en “contra de su papel de director del proceso y 
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del rol protagónico que le asigna el ordenamiento en la garantía de los derechos materiales, al omitir la 

práctica de una prueba imprescindible para fallar, a pesar de la presencia de elementos que le permitían 

concluir que por esa vía llegaría a una decisión indiferente al derecho material. Por esta vía, la autoridad 

accionada cerró definitivamente las puertas de la jurisdicción a la peticionaria,  olvidó su papel de garante 

de los derechos sustanciales, su obligación de dar prevalencia al derecho sustancial, y su compromiso con 

la búsqueda de la verdad en el proceso como presupuesto para la adopción de decisiones justas”. 
  

Igualmente, indicó que la jurisprudencia constitucional se ha referido al defecto por “exceso ritual” en 
eventos en los cuales el juez  vulnera el principio de prevalencia de derecho sustancial o el derecho al 

acceso a la administración de justicia por “(i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a 

la vigencia de derechos constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos 

formales de forma irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas 

imposibles de cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir 

en un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas”. En consecuencia, (i) concedió el amparo 

constitucional, (ii) ordenó dejar sin efecto el fallo para que la autoridad judicial demandada abriera “un 
término probatorio adicional con el fin de ejercer sus deberes para arribar a la verdad y adoptar un fallo 

de mérito basado en la determinación de la verdad real”. 
  

4.3. En conclusión, el defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto” se presenta cuando el 

funcionario judicial, por un apego extremo y aplicación mecánica de las formas, renuncia 

conscientemente a la verdad jurídica objetiva patente en los hechos, derivándose de su actuar una 

inaplicación de la justicia material y del principio de la prevalencia del derecho sustancial. 

  

4.4. Por otro lado, es preciso señalar que el “exceso ritual manifiesto” no es una figura extraña en la 

jurisprudencia y doctrina comparada. En Argentina, por ejemplo, la Corte Suprema de la Nación ha 

establecido desde 1957 con el caso Colalillo Domingo vs. Compañía de Seguros España y Río de la 

Plata[26] que existe una causal de arbitrariedad de la sentencia en virtud de la cual procede el recurso 

extraordinario federal, cuando en la aplicación del derecho procesal en forma meramente ritual se llega 

a la renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva[27]. Las expresiones “exceso ritual” o “exceso ritual 
manifiesto” no fueron utilizadas en el caso Colalillo, pues allí se habló de una “frustración ritual del 
derecho”. Aquellos giros aparecieron como resultado de fallos posteriores de la Corte argentina que, 
“invocando dicha decisión como precedente, descalificaron pronunciamientos posteriores por la misma 
razón usada para descalificar el fallo de segunda instancia recaído en Colalillo”[28]. 

   
3. OBJETO DEL RECURSO:  

 
De conformidad con lo antes expuesto, solicito a su señoría con el acostumbrado 
respeto, se revoque integralmente el auto atacado, de fecha Octubre 24 de 2022, y 
contrario a ello se profiera sentencia ordenando seguir adelante con la ejecución, 
conforme lo dispuesto en el auto por el cual se libra mandamiento de pago de fecha 
14 de febrero de esta anualidad.  
 
En caso de no Reponer el auto atacado, solicito al despacho se disponga el envío 
del expediente al superior, con el fin de que sea resuelto el recurso de apelación  
interpuesto como subsidiario.    
 
 
Del Señor Juez, Respetuosamente; 
 
 
 
SANDRA PATRICIA TORRES MENDIETA 
C.C. 39.658.304 de Bogotá, D.C. 
T.P. No. 118.986 del C.S. de la J.  
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